www.monografias.com

Procedimiento contencioso administrativo objetivo de nulidad o exceso de poder  
1. Introducción
2. Ejercicio de la jurisdicción contencioso administrativa; excepciones; resoluciones administrativas que causan estado
3. Acción contenciosa administrativa objetiva: desde la  demanda hasta la contestación de la demanda
4. Acción contenciosa administrativa objetiva: desde la  prueba hasta la  sentencia
5. Acción contenciosa administrativa  objetiva: recursos, nulidad y ejecución de la sentencia
6. Conclusiones
7. Recomendaciones
8. Bibliografía
9. Anexos
Introducción 
     El tema que nos toco analizar fue el Procedimiento Contencioso Administrativo Objetivo de Nulidad o Exceso de Poder, el mismo que al principio no podíamos identificarlo el objetivo del subjetivo  plenamente, ya que nos parecía igual el uno es al individuo y el otro a la norma.

El fin que persigue el tutelar la Norma Jurídica Objetiva y lo que se persigue es la anulación  de Acto Administrativo emitido por autoridad competente que abusa de su poder, y los mismos que puedan afectar  derechos subjetivos del demandante.

El Tribunal Contencioso Administrativo  lo que hace es un examen exhaustivo de la legalidad del acto administrativo que es debidamente impugnado, el mismo deberá cumplir el debido proceso, ya lo que se busca es la nulidad del acto en defensa de la legalidad objetiva, ya que la administración debe respetar la legalidad y que esta este subordinada al derecho, la misma que se resolverá en sentencia y que tiene  efectos de  anulación. 

El proceso contencioso administrativo objetivo de nulidad o exceso de poder, lo que  persigue  es la impugnación de aquellos actos normativos  expedidos por la administración que afectan a un ente , el tiempo para demandar es de tres años, en cambio del subjetivo es solo por el afectado dentro de los 90 días     

     Aunque  toda actuación de los Órganos y Entidades que integran la  Administración Pública o de personas jurídicas semipúblicas se las consideran legítimas, porque tienen como meta el bien común, el brindar un servicio a la colectividad, muchos son los casos  en los cuales los administrados  se han visto obligados  a hacer uso de los recursos contenciosos ante claros abusos o excesos de poder de los mencionados organismos, buscando la anulación de reglamentos, actos y resoluciones impugnados por vulnerar  sus derechos o intereses, por contener vicios legales o buscando el reconocimiento de esos derechos negados parcial o totalmente.

De esos casos  es que vamos a tratar en el presente trabajo realizado por nuestro grupo integrado por los estudiantes  Viviana Villamar Pérez, León Andrade Terán, Carolina García Velasco y Néstor Torres Álvarez   que tiene como tema: “El procedimiento contencioso administrativo de nulidad o exceso de poder”, el cual ha sido dividido en cuatro capítulos, correspondiendo el desarrollo de un capitulo a cada estudiante miembro del grupo, en todos ellos se empezará dando los conceptos jurídicos básicos, citando a grandes juristas y doctrinarios, luego se verá lo normativo, citando a las leyes vigentes, después se revisara lo adjetivo, lo procedimental y posteriormente se analizará el juicio contencioso administrativo número 49-07-3 en el que los demandantes son la Cámara Marítima del Ecuador y la Asociación de Exportadores de banano del Ecuador y los demandados El Ministerio de Trabajo por ser el órgano del cual proviene el acto y el Procurador por ser el representante y defensor del Estado y sus instituciones, este es un típico ejemplo del abuso   o exceso de poder por parte de la Administración Pública contra los administrados, luego se darán las conclusiones a las que llegamos  y daremos  las recomendaciones pertinentes con las que  contribuimos como futuros abogados a la solución de los conflictos jurídicos, nosotros creemos que  si todos aplicamos correctamente los “Principios  de aplicación  de los derechos” dados  en el artículo 11 de la constitución vigente alcanzaremos  la seguridad jurídica y la paz en todos los ámbitos para poder crecer, desarrollarnos y llegar al bien vivir.

CAPÍTULO I

Ejercicio de la jurisdicción contencioso administrativa; excepciones; resoluciones administrativas que causan estado


VIVIANA VILLAMAR PEREZ.

1.1.- PROCEDENCA DEL RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.
1.2.- LESIÓN  DE DERECHOS O INTERESES. 

1.3.-EXCEPCIONES A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA.
1.4.- RECURSO OBJETIVO EN LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA      ADMINISTRATIVA.

1.4.1.-EFECTO DEL RECURSO OBJETIVO.
1.5.- RESOLUCIONES  ADMINISTRATIVAS QUE CAUSAN ESTADO.
1.1.- PROCEDENCA DEL RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

     En el Estado contemporáneo  el desarrollo de la libertad y el derecho han sido bases para modificar conceptos del derecho administrativo, permitiendo establecer las dimensiones de la relación entre administrado y administración, no solo verticalmente, en sometimiento del segundo al primero, sino que han alcanzado madurez suficiente como para aplicar las nuevas técnicas al funcionamiento del estado, limitando el ejercicio del Gobierno sometidos al principio de legalidad y tutela jurídica  los que garantizan la posición jurídica del administrado , sin afectar por ello el cumplimiento de las finalidades del Estado para la comunidad. 

     Más que concepto debemos decir que los recursos contenciosos administrativos tienen como fin establecer la legalidad objetivamente o subjetivamente violada no considerada por la administración y por ello impugnada ante el órgano judicial competente para asegurar la regularidad de las actividades públicas mediante el control que este hace de dichas funciones. 

     El procedimiento administrativo es la primera garantía para el administrado, quien sabe que por ello la Administración solo puede desenvolver su actividad en el marco de la legalidad para que sus actuaciones sean legitimas y tengan efectos coercibles.  Para García y Fernández, el sistema de recursos contra los actos y disposiciones emanados de la Administración constituye un segundo círculo de garantías, gracias a ellos el administrado goza de la facultad de impugnar los actos, hechos y contratos administrativos que lesionan sus intereses, accionando hasta lograr que sean revisados, anulados, modificados o reformados. Finalmente el tercer círculo de  garantías corresponde a los jueces y Tribunales quienes deben pronunciarse sobre las impugnaciones hechas, una vez que las mismas fueron para recurrir de lo que la Administración, en sede administrativa, no resolvió en interés del derecho y del individuo. 

     En el Ecuador el juzgamiento de las disputas de los ciudadanos y ciudadanas  con el Estado se ventilan en la jurisdicción contenciosa administrativa. 

      La principal clasificación de las actuaciones de la administración sometidas a esta jurisdicción es la que consta originalmente en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa(L.J.C.A), expedida en 1968: Recurso de Plena Jurisdicción o Subjetivo ampara un derecho subjetivo del recurrente, presuntamente negado, desconocido o no reconocido como tal o parcialmente por el acto administrativo que se trata el tiempo para interponer este recurso será de tres meses(90 días), contados desde el día  siguiente al de la notificación de la resolución administrativa que haya causado estado y tal cual se reclama; Recurso de Anulación, Objetivo o Por Exceso de Poder esta conceptualizado como el recurso que "Tutela el cumplimiento de la norma jurídica objetiva, de carácter administrativo", como determina Rafael Bielsa el objeto del Recurso es restablecer el imperio de la legalidad , se podrá proponer la demanda hasta en el plazo de tres años, a fin de garantizar la seguridad jurídica. En los casos que sean  de  materia contractual y otras de competencia de los Tribunales Distritales  de  lo  Contencioso  Administrativo, se podrá proponer la demanda hasta en el plazo de cinco (5) años. El Recurso de Lesividad, la declaratoria de lesividad es un acto administrativo por el que una entidad administrativa considera dañino para los intereses públicos, un acto previamente dictado por ella misma, que es favorable a los interesados, con el fin de poder solicitar su anulación ante la justicia.  

Con posterioridad, se añadió el conocimiento de ejecución de créditos fiscales, o seccionales que proceden de resoluciones firmes de Contraloría General del Estado.

     La reforma de la Ley de Modernización del Estado, añade a la competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativa, el conocimiento de los "actos, contratos, hechos administrativos, reglamentos expedidos, suscritos o producidos por las entidades del sector público". ( Art.38 Ley de Modernización").

     Las etapas del proceso contencioso administrativo, según nuestra ley son: una primera o inicial, constituida por tres momentos, la presentación de la demanda "La parte demandante viene a ser la que formula una pretensión, esto es la que acciona; y la parte demandada, aquella contra quien se la intenta" , en este caso la administración que dictó el acto que ejecutó el hecho o que incurrió en omisión, y su calificación; la citación, la administración es citada a juicio, en forma ordinaria, en su representante legal. Si el acto administrativo proviene del Ejecutivo, o si, en general la acción se propusiere contra el Estado o sus instituciones se citara al Procurador General del Estado. Y la contestación. 

La segunda etapa es la probatoria, durante la cual se deducen las pruebas y que no siempre ocurre, ya que en las cuestiones de derecho se pueden obviar. La prueba es principalmente instrumental y pericial. La absolución de posiciones no es admisible respecto de la Administración Pública.

La tercera etapa llamada resolutoria o de sentencia comprende dos momentos el de alegar bajo autos para sentencia y el de resolver al poner los autos sobre sentencia, que es cuando el proceso llega a su clímax. La sentencia solo tiene efectos respecto a las partes. 

Independiente de las etapas anteriores  es la ejecución de sentencia, que puede estar pendiente en caso de producirse el recurso de casación y de haberse consignado una fianza que impida que se ejecute la sentencia. 

Inicialmente la reclamación interpuesta en sede contenciosa administrativa debía hacerse agotando toda vía administrativa, sin haber logrado una resolución favorable, lo cual implica que dicha resolución hubiere causado estado (Art.31 LITERAL C). Con la ley de Modernización del Estado en su art. 38 se refiere que no se exigirá como requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las entidades del sector público la proposición del reclamo y agotamiento en la vía administrativa.  

1.2.- LESIÓN DE DERECHOS O INTERESES 

     Considerando el artículo 2 de la ley de la jurisdicción contenciosa administrativa, que armoniza con el primero y lo completa al limitar la acción a quienes tienen interés directo en razón de derechos vulnerados o lesionados por el acto impugnado, al preceptuar cuando procede interponer el recurso, subjetivo u objetivo, contra las resoluciones administrativas, para que esta hipótesis jurídica se produzca, el texto prescribe así: 

"Art.2.- también puede interponerse el recurso contencioso administrativo contra resoluciones administrativas que lesionen derechos particulares establecidos por una ley, cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas como consecuencias de alguna disposición de carácter general, si con esta se infringe la ley en la cual se originan aquellos derechos". 

     Del texto anterior fluye la facultad de interponerse el recurso contencioso administrativo, siempre que se produzcan dos situaciones: la primera, que con la resolución se lesionen derechos particulares establecidos por una ley; la segunda, que la impugnada resolución sea consecuencia de una disposición de carácter general, que infrinja la ley en la que se originan los derechos particulares antes citados. Cuando el acto administrativo cumpla una de estas hipótesis, es procedente interponer el recurso contencioso contra aquellas resoluciones administrativas que afectan o vulneran derechos particulares otorgados por una ley, lesión jurídica que debe establecerse por el actor, quien al fundamentar el recurso esta en obligación de precisar lo que concede a la disposición el carácter general, fijando con propiedad los derechos que la resolución afecta. 
Esto constituye base determinante, con el artículo anterior, para definir el ámbito y alcances de las dos clases de recursos contenciosos administrativos. 

.3.- EXCEPCIONES A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA

Dado el amplio espectro de situaciones inmersas en el espacio jurídico-administrativo-público es más práctico sustraer de él, aquello que de acuerdo con el artículo 6 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, no corresponden a tal jurisdicción, a saber:

a) Las cuestiones que, por la naturaleza de los actos de los cuales procede o de la materia sobre que verse, se refieren a la potestad discrecional de la administración y que según el artículo 7 de la misma Ley, son:

Las disposiciones de carácter general relativas a la salud e higiene públicas, sin perjuicio del derecho a las indemnizaciones a que puedan dar lugar tales disposiciones, las resoluciones sobre concesiones que se solicitaren de la administración salvo las que se hallen regladas por la ley y las decisiones que nieguen o regulen gratificaciones o emolumentos no prefijados por una ley o reglamento, a los funcionarios que presten servicios especiales.

En relación con el tema de la discrecionalidad, en Resolución No. 257-02 expedida el 25 de julio de 2002 dentro del juicio seguido por Jaime Izurieta Maldonado contra el Municipio Metropolitano de Quito, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia (ACTUAL CORTE NACIONAL DE JUSTICIA ) dijo:

PRIMERO: […] El juez en todos los casos, de todos los actos administrativos sometidos a su consideración, deberá primero examinar si se han cumplido con los elementos reglados establecidos por la ley. Y en cuanto a los elementos discrecionales será de su obligación aplicar los métodos para su control.

Al respecto cabe señalar que las técnicas de reducción y control judicial de la discrecionalidad, que poco a poco ha venido elaborando la doctrina y consagrando la jurisprudencia, sobre todo del Consejo de Estado Francés y del Tribunal Supremo Español, que fueran magníficamente resumidas por Eduardo García de Enterría, en su célebre conferencia dictada en la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad de Barcelona el 2 de marzo de 1962 y publicada en su opúsculo intitulado: «La lucha contra las inmunidades del poder», el cual constituye un clásico y obligada referencia de la doctrina administrativa actual, son: 1. el control del fin y la desviación de poder; 2. el control de los hechos determinantes; 3. el control de los conceptos jurídicos indeterminados; y, 4. el control de los principios generales de derecho. A estas técnicas habría que añadir el originado en la jurisprudencia francesa actual consistente en el control del costo beneficio. Únicamente cuando los elementos discrecionales pasan por los filtros de los métodos antes señalados se puede sostener por parte del juez que el acto es legal.

b.) Las cuestiones de carácter civil o penal pertenecientes a la jurisdicción ordinaria y las que, por su naturaleza, sean de competencia de otras jurisdicciones. 

"La referencia a la jurisdicción penal es, sin duda, la menos problemática, dada la categórica delimitación de la materia a través del Código Penal y de las leyes especiales”. El artículo 1 de aquel Código establece que "las leyes penales son todas las que contienen algún precepto sancionado con la amenaza de una pena"; y el articulo 10 ibídem, dispone que *son infracciones los actos imputables sancionados por las leyes penales, y se dividen en delitos y contravenciones según la naturaleza de la pena peculiar*. Por su parte, el artículo 16 del Código  de Procedimiento Penal (C.P.P) establece lo siguiente: **solo los jueces y tribunales penales establecidos de acuerdo con la Constitución y las demás leyes de la república ejercen jurisdicción en materia penal** La lectura de estos artículos exime de cualquier comentario respecto de la delimitación de la competencia entre los jueces penales y administrativos. Estos de ninguna manera, tienen atribución de juzgar delitos ni de ejercer el ius puniendi. 

c.)Las cuestiones que se susciten en relación con los actos políticas de gobierno, como aquellos que afecten a la defensa del territorio nacional, a las relaciones internacionales, a la seguridad interior del Estado y a la organización de la fuerza pública, sin perjuicio de las indemnizaciones que fueren procedentes, cuya determinación corresponde a la jurisdicción contenciosa administrativa.

El Tribunal de Garantías Constitucionales resuelve suspender la vigencia y declara inconstitucional este literal a.
Al respecto la ex Corte Suprema de Justicia emano una Resolución: 

"Por lo expuesto, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, revocándose la resolución sometida a la sala, se desecha la demanda". (RScsj.5/95:30mar-1995. R.O 679; 20-abr-1995).

1.4.- RECURSO OBJETIVO EN LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA.
Según nuestra ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, este recurso objetivo, llamado también de anulación o por exceso de poder, es la herencia más propia de la escuela francesa. Esta conceptualizado en el tercer inciso del art, .3 de la ley antes citada, este propone la protección del derecho objetivo y del interés legitimo, por cuya razón se lo llama precisamente contencioso objetivo o de ilegitimidad.

Por tanto lo que se reclama en esta acción no es el reconocimiento de un derecho subjetivo, civil o administrativo cuando ese acto adolece de un vicio legal y lesiona un interés legítimo del accionante. En este caso entonces el acto afirma simplemente que  un determinado acto administrativo es ilegal, que infringe una norma superior de derecho, a fin de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo declara su nulidad.

En tal sentido la pretensión no consiste en la afirmación de unos hechos o de una cosa jurídica con base en la cual se reclama un derecho sino exclusivamente que se declara que un acto administrativo carece de valor jurídico, por ser contrario a las normas de superior jerarquía, por los motivos que se señalan en la demanda; el vicio también puede consistir en la infracción de una regla de competencia por usurpación, exceso o desviación de poder, en la irregular expedición del acto o en la falsa motivación.

Los vicios que determinan su anulación se reduce a tres: incompetencia; omisión o violencia de forma; ilegalidad del contenido del acto. El objeto del proceso es siempre el mismo, ya que su único fin es anular totalmente un acto.

Respecto de todos (erga ommes). Se trata de una sanción contra la transgresión de normas positivas obligatorias para la Administración Pública y aun cuando haya interés diferencial entre quien promueve la acción y los terceros el fin de la acción de anulación es siempre asegurar la legalidad para todos los administradores.

Cuando no hay interés legítimo lesionado directo o personal  y actual, no procede acción, sino denuncias en cuyo caso el tribunal es incompetente.

La ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa no regula especialmente el procedimiento indispensable para el ejercicio de la acción de anulación, el lineamiento doctrinal estriba en que tal procedimiento es sumario entonces, el escrito inicial debe tener la estructura de la demanda según el juicio de carácter objetivo esto se debe explicarse la causa pendiente y el petitum.

Si el tribunal, estima que la demanda es oportuna puede requerir informe y documentación de la Administración pública. Los plazos deben ser breves.

Cabe resaltar la base legal del Articulo 65 inciso segundo de la ley Jurisdicción Contención Administrativa donde los casos que sean materia del recurso contencioso de anulación u objetivo se podrá proponer la demanda hasta el plazo de tres(3) años. Cuando existan casos que sean de materia contractual y otras de las competencias de los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, se podrá proponer la demanda hasta en el plazo de cinco (5) años.

Quien propone el recurso objetivo, debe legitimar su comparecencia probando un interés legítimo, directo y actual para demandar la anulación del acto; evidenciando que promueve su acción ante el derecho objetivo violado, que precisa se declare la nulidad del acto y se tutela la prevalencia de la norma, observando los preceptos que impone la legalidad vigente, con el objetivo de restringir la autoridad administrativa al obrar reglado que fundamenta la legitimidad de sus decisiones, base de toda sociedad democrática. 

Por lógica jurídica, la norma se acata o no. la dicotomía es clara, se observa y cumple o, existe inobservancia e incumplimiento; en Estado Constitucional de derechos y Justicia Social no puede ampararse el exceso de poder, por ello el establecimiento de este recurso es la base para el imperio de la legalidad. 

1.4.1.-EFECTO DEL RECURSO OBJETIVO

Como determina el Art. 3 de la ley de la jurisdicción, el recurrente con el recurso objetivo al deducir su acción debe solicitar al Tribunal la nulidad del acto impugnado por adolecer de un vicio legal.

El acto administrativo viciado de nulidad recibe una sanción en nuestro ordenamiento administrativo jurídico, que no puede admitir una actuación contra la legalidad establecida; en consecuencia de producirse el recurso objetivo, el efecto inmediato es la nulidad de la resolución o del procedimiento, conforme prescribe el Art. 59 de la ley de la Jurisdicción, el mismo que dice: “…Art. 59.- Son causas de nulidad de una resolución o del procediendo administrativo:

A) La incompetencia de la autoridad, funcionario o empleado que haya dictado la resolución o providencia.

B) La omisión o incumpliendo de las formalidades legales que se deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la ley cuya violencia se denuncia siempre que la omisión o incumplimiento cause gravamen irreparable o influyan en la decisión…”.

La ilegalidad en el hecho o acto, para todos los estamentos de la sociedad, es sancionada con el efecto de la nulidad que torna ineficaces los mismos; en el campo del Derecho Administrativo cobra mayor fuerza por que trastoca el principio de legalidad, a tal grado que concede al particular un plazo mandatario, en la ley Contenciosa Administrativa artículo 65 noventa (90) días cuando está afectado el derecho subjetivo por el acto viciado, haciendo caducar el derecho del accionante si este no ejerce la facultad de impugnar que la ley le concede en el recurso de pleno derecho.

En el recurso de anulación u objetivo el mandato se torno en un imperativo de tal magnitud que no determina plazo algunos para accionar aceptando que el recurso objetivo se proponga en cualquier tiempo; tres  años art. 65,  toda vez que una ilegalidad rebasa el interés particular para efectuar a la generalidad que no puede sanearse por que daría cabida a una ley injusta.

Están las transcendencias de esta categoría de actos, hechos o contratos generados por el incumpliendo de una norma jurídica objetiva de carácter general, que no es suficiente aparecer legitimado entre quienes pueden comparecerse al proceso, según lo faculta el Art. 23 de la Ley de Jurisdicción, para que se pueda incoar acción ; puesto que se exige al accionante probar su interés directo y establecer como el incumplimiento le ha causado gravemente daño  irreparable o influyó en la decisión la autoridad administrativa. 

No podemos finalizar este asunto sin recurrir al profesor de la Universidad de Paris, Georges Vedel (Derecho Administrativo, obra citada, págs. 380, 381, 459), que atribuye al recurso objetivo o de anulación las características de ser, con exclusión de cualquier otro, la anulación de una decisión ejecutoria de sus motivos se reducen todos a la ilegalidad (lato sensu) de la decisión recurrida; determinando que el recurso se reduce especialmente a un contencioso de anulación por exceso de poder. Este tratadista define al “recurso por exceso de poder” como que el mismo “es la acción mediante la cual toda persona que tenga interés puede provocar la anulación de una decisión ejecutiva por el juez administrativo en razón de la ilegalidad de esta decisión.”, completando esta idea al enumerar las variedades de la ilegalidad que hacen la violación del derecho por la Administración, a saber: incompetencia, vicio de forma, desviación de poder y violación de la ley, todas recogidas en nuestra legislación contenciosa Administrativa en el Capítulo VI de la ley de la materia.

  1.5.-RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS QUE CAUSAN ESTADO.

Se dice que ha causado estado cuando un acto o resolución no son modificables en sede administrativa o se han agotado, facultativamente, los recursos tendientes a su modificación. Estas pretensiones, en materia contenciosa administrativa pretenden obtener una decisión final del órgano judicial competente y la tutela efectiva de un derecho violado.

Los términos causar estado que se utiliza en derecho público, significa que el acto administrativo es perfecto, definitivo y que es firme, inamovible e irrevocable en sede administrativa. Los actos administrativos que causan estado, dictados por autoridad competente, que deciden sobre el fondo de una cuestión planteada, una vez agotados todos los recursos dentro del procedimiento administrativo tienen fuerza ejecutoria. 

La ley de la jurisdicción contencioso administrativo, estipula: 

Art.5.-“LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS QUE CAUSAN ESTADO.- Las resoluciones administrativas causan estado cuando no son susceptibles de recurso alguno en  la vía administrativa, sean definitivas o de mero trámite, si estas últimas deciden directa o indirectamente, el fondo del asunto de modo que ponga término a aquella o haga imposible su continuación”. 

La decisión administrativa causa estado desde que se hace conocer al administrativo el fondo de la cuestión planteada y una vez resuelta no es susceptible de recurso alguno. Al encontrarse firme y definitivo un acto administrativo se habla de la decisión administrativa que causa estado con fuerza obligatoria. 

La referencia de que la decisión administrativa  causa estado  no es de carácter absoluto sino relativo. Esto significa que la decisión puede ser revisada, modificada o extinguida por medio de la justicia administrativa, cuya competencia la tiene el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo. 

CAPÍTULO II

Acción contenciosa administrativa objetiva: desde la  demanda hasta la contestación de la demanda
POR: LEÓN ANDRADE TERÁN

2.- DEMANDA

2.1.- PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA.
2.2- CONTENIDO DE LA DEMANDA.
2.3.- DOCUMENTOS ADJUNTOS A LA DEMANDA.
2.4.-DEMANDA OBSCURA-IRREGULAR-INCOMPLETA

2.5.- CALIFICACIÓN DE LA DEMANDA

2.6- CITACIÓN DE LA DEMANDA

2.7.- CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

2.8.- CONTENIDO DE LA CONTESTACIÓN.
2.9.-  CONTESTACIÓN SOBRE CUESTIONES DE DERECHO. 
2. DEMANDA

      Según Manuel María Diez, en su libro de Derecho Administrativo: “La demanda es el escrito  por el cual inicia la acción procesal. Deberá interponerse ante el órgano judicial competente, por la persona que sea parte, tenga capacidad personal y legitimada para iniciar el proceso de que se trate y frente a la persona que el demandado estime legitimada positivamente.”

     El órgano especializado  de la función judicial con la atribución y competencia para conocer las impugnaciones de los reglamentos, actos y resoluciones  administrativas  y el deber jurisdiccional de resolverlas en única instancia  son los Tribunales Distritales de lo Contenciosos Administrativo: Nº1 con sede en Quito, integrado por dos salas; con sede en Guayaquil integrado por una sala Nº 3; con sede en Cuenca por una sala Nº  4 y con sede en Loja  una sala la Nº5.
      Los Recurrentes  son aquellas personas naturales  o jurídicas  que interponen un recurso contencioso contra un reglamento, acto o resolución administrativa que lesiona directamente sus derechos e intereses  o cuando  la mencionada  resolución es adoptada  como consecuencia  de alguna disposición  que infringe la ley en la que se originan aquellos derechos.

     Los sujetos pasivos de la acción podrán  ser: la Administración  del Estado, las entidades de la Administración local o régimen seccional compuestas por los doscientos veinte y un municipios (221), los establecimientos públicos regulados por leyes especiales, personas jurídicas semipúblicas, personas jurídicas de derecho privado que presten un servicio social o público, inclusive según el artículo  24 de la Ley de la jurisdicción  Contenciosa Administrativa, la demanda podrá ser propuesta contra las personas naturales o jurídicas que se beneficien  con derechos de los actos o disposiciones objeto de la impugnación.

La demanda o acción busca el cumplimiento de la norma jurídica objetiva y tiene como fin la nulidad del acto impugnado, por adolecer de vicio legal, estamos ante un recurso de anulación, objetivo o pro exceso de poder. Con la presentación  de la demanda que es el acto inicial  del proceso contencioso administrativo, el administrado  afectado ejerce su derecho.        

Tomamos para el análisis el juicio contencioso administrativo Nº 49-07-3   OBJETIVO DE NULIDAD O EXCESO  DE PODER.  
2.1.- PRESENTACIÓN  DE LA DEMANDA.-
     La demanda debe presentarse ante EL Tribunal Distrital  de lo Contencioso Administrativo dentro del término que la ley establece; noventa ( 90) días para el recurso de plena jurisdicción o subjetivo, contados  desde el día  siguiente de la notificación  de la resolución  y en el caso  de anulación  u objetivo, el término es tres(3) años, para garantizar la seguridad jurídica.      

En materia Contractual y otros de competencia del Tribunal, se podrá proponer la demanda hasta el plazo de cinco (5) años.

El Recurso de Lesividad la demanda debería proponérsela  igual dentro del término  de los noventa días  de haber sido expedida la resolución  que ha declarado  un acto  lesivo, sin embargo, en el artículo 97 del Estatuto del Régimen Jurídico  Administrativo de la Función Administrativa (ERJAFE) habla del plazo  de tres meses para la interposición de la demanda.      Debiendo consecuentemente  primar por la jerarquía  de la ley, el término de los noventa días, previsto en la Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Será presentada en días hábiles que son todos días del año excepto los feriados o de descanso obligatorio desde las ocho de la mañana  hasta las cinco de la tarde. 
2.2.-  CONTENIDO DE LA DEMANDA.-       

El proceso inicia con la demanda, según lo que establece el artículo 30 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y  deberá contener:

a) La designación del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo del  lugar del domicilio del administrado afectado.  

b) El nombre del actor e indicación de su domicilio y lugar donde deben efectuarse las notificaciones posteriores.

c)  La designación del demandado y el lugar donde debe ser citado.

d)  La designación de la autoridad, funcionario o empleado de quien emane la resolución o acto impugnado.

e) Los fundamentos de hecho y de derecho expuestos con claridad y precisión.

f)  La pretensión del demandante.  

g) La indicación de haber precedido la reclamación administrativa del derecho, en los casos expresamente señalados por la ley, ante los funcionarios competentes, y su denegación por parte de éstos.

El inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Modernización del Estado (L.50-PCL. RO.349; 31 de dic-1993), reformado por el artículo 16 de la Ley para la Promoción de la Inversión y de la Participación Ciudadana dispone: “No se exigirá requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las instituciones del Estado el agotamiento o reclamo en vía administrativa. Este derecho será facultativo del administrado, siempre que lo ejerciera dentro del término de noventa días”. 

h) La enunciación de las pruebas que el actor se propone rendir.

i) La firma del actor y del Abogado (a)  patrocinador de la demanda

En esta clase de juicios  la demanda debe ser clara, completa y precisa; no se podrá cambiar o reformar la demanda en lo principal.

Para el presente análisis  juicio 49-07-3  propuesto por CAMAE, Cámara Marítima del Ecuador y la Asociación de de exportadores de Banano,  AEBE contra el Ministro de Trabajo y Empleo del Ecuador y Procuraduría General del Estado en el  Ecuador año 2007.  
a).- Los actores: CPNV (SP) Jaime Rodríguez Hidalgo, Presidente de la Cámara  Marítima  del Ecuador (CAMAE)  y el Abogado  Eduardo Ledesma García, Director Ejecutivo  de la Asociación de Exportadores de Banano del Ecuador (AEBE), a su vez estas asociaciones representan a los Operadores Portuarios de Carga en embarque de banano en buques  de alto bordo y a los exportadores de frutas, indican su domicilio y lugar donde deben efectuarse las notificaciones posteriores. 

b).- Se designa al demandado.- Los organismos   y personas que pudieran beneficiarse   o pudieran tener interés directo e indirecto de que se mantengan los efectos del Acto Administrativo impugnado: El Ab. Antonio Gagliardo Valarezo, representante legal por ser la máxima autoridad del Ministerio de Trabajo y Empleo de aquella época y se indica  la dirección de sus despacho ministerial debe ser citado, El Procurador General del Estado en la persona del Director Distrital del Guayas de la Procuraduría General del Estado en el 6to piso del Edificio del Banco Central del Ecuador Sucursal mayor de Guayaquil. Para la diligencia de citación  en Quito se deprecará  al Tribunal Distrital  Nº1 de lo Contencioso Tributario con sede en Quito.

c) la designación de la autoridad: En el presente caso se presentó en el Tribunal Distrital de lo Contencioso Admnistrativo Nº2 con sedeen la ciudad de Guayaquil, aunque el lugar en donde se origina el impugnado Acuerdo Ministerial 00465 es Quito, sus efectos se han generado en los puertos marítimos de embarque de fruta exportable, la mayoría ubicados en Guayaquil, en donde están los domicilios de los accionantes; la CAMAE Y AEBE sus representantes y sus representados. 
d) Los fundamentos de hecho:     Comienza enumerando y explicando con precisión los hechos que sirven  de antecedentes: los acuerdos ministeriales que incrementan los salarios de trabajadores de proceso de embarque y desembarque de frutas en buques de alto bordo:00095 publicado en el registro oficial Nº 535 del 15 de marzo del 2002; 000086 publicado en R.O Nº 25 del 19 de febrero del  2003; 000094 publicado en el R.O. Nº11 DEL 5 DE Mayo del 2005 que incrementa los salarios en un 5%. El 23 de noviembre del 2005 con acuerdo ministerial Nº 151 el Ministro de Trabajo y Empleo dispone conformar una Comisión Sectorial con el objeto de revisar y fijar  remuneraciones en el área ya mencionada  que regirán a partir del  1 de enero del 2006. La Comisión por mayoría aprueba  un incremento del 25%, EL Acuerdo Ministerial  Nº 00465 publicado el 23 de noviembre del 2006, indica que dicho incremento deberá pagarse en forma retroactiva desde el primero de enero del mismo año (2006), tornando contablemente inmanejable el desembolso.   Fundamentos de Derecho.- El artículo 69 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva establece que todos los que  se consideren afectados por un Acto Administrativo podrán acudir al respectivo Tribunal Distrital  de los Contencioso Administrativo para impugnar aquellos actos que  los  afectan. El Código del Trabajo en su  artículo 117 que el Estado a través del CONADES o Consejo Nacional de Salarios establecerá anualmente el sueldo de los trabajadores privados. El artículo 118 del mismo código establece que a la falta de consenso de dicho Consejo, El Ministerio  del Trabajo fijará el incremento equivalente al índice de precios al consumidor  establecido para la entidad pública. E s el INEC que fue del  3.14% pero el Ministerio incrementó en un 25%.
La Constitución de la  República  nos dice en su artículo 24 numeral 13 no habrá motivación  si e la resoluciones  no se enunciaren normas o principios jurídico en los que se haya fundamentado.

f) la pretensión del demandante.- Claramente se indica que la pretensión es conseguir la anulación  del acuerdo ministerial  Nº 00465 en R.O Nª 403 del 23 de noviembre del 2006   que incrementa en un 25% las tarifas o salarios de los trabajadores  o estibadores en el proceso de embarque  o desembarque  de fruta en los buques de alto bordo en los puertos marítimos ecuatorianos. La vía para sustanciación  de este proceso  es la que establece  la Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativo  en su capítulo IV Del Procedimiento Contencioso Administrativo, en sus artículos 22 en adelante. La  cuantía indeterminada.

g) L indicación de haber precedido la reclamación administrativa  del derecho, en los casos expresamente señalados  por la ley, ante los funcionaros  competentes y su denegación  por parte de éstos.  Ante esto la Ley para la Promoción  de la Inversión y de la Participación Ciudadana  en su artículo 16 que reforma la modernización del Estado dispone:

“No se exigirá requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las instituciones del Estado el agotamiento o reclamo en vía administrativa. Este derecho será facultativo del administrado, siempre que lo ejerciera  dentro del término de  noventa días”. 

En nuestro caso se indica que sin ser requisito  previo se presentó un recurso de Apelación  de la decisión  de la mayoría ante el Presidente del CONADES y sin llegar a consenso fue ratificado por mayoría  el incremento aduciendo  que desde hace algunos años, el sector patronal  no había incrementado los salarios. El 5 de Diciembre del 2006 se presenta  ante el Ministro de Trabajo de entonces el Recurso Extraordinario  de Revisión  cumpliendo lo que dice  el artículo 178  del ERJAFE, asignándole el número de trámite  Nº 056-PJ-2006 el 02 de febrero del 2007 a las 14H00 es negado el Recurso de Revisión con lo que puso fin a la vía administrativa.

h) Se anuncia que de las pruebas  que el actor se propone rendir serán presentadas  en el momento procesal pertinente, para demostrar los vicios jurídicos  cometidos en el acto administrativo impugnado.

i) La firman  el Presidente del CAMAE  CNNV  (SP) Jaime Ramírez el Presidente  de AEBE abogado Eduardo Ledesma  y del Abogado Patrocinador  Dr. Dr. José María Palau  Ostaiza se indica el número del Casillero Judicial del Abogado  patrocinador para recibir futuras notificaciones  y se lo autoriza para suscribir  cuantos escritos  fueran necesarios  en defensa de los  intereses de los patrocinados.

En esta clase de juicios la demanda debe ser clara, precisa y completa, no se podrá cambiar o reformar la demanda principal.              
 2.3.- DOCUMENTOS ADJUNTOS A LA DEMANDA

A la demanda deben acompañarse los siguientes documentos
:

a) Los documentos justificativos de la personería cuando no se actúe en nombre propio, a menos que se haya reconocido dicha personería en la instancia administrativa.
b) copia autorizada de la resolución o disposición impugnada, con la razón de la fecha de su notificación al interesado, o, en su defecto, la relación circunstanciada del acto administrativo que fuere impugnado; y,

c) Los documentos que justifiquen haber agotado la vía administrativa y que el reclamo ha sido negado en esta.  (...).

Cabe señalar que en  la actualidad no es necesario demostrar que se haya agotado la vía administrativa para acudir a la vía judicial, según lo que establece el artículo 38 de la Ley de Modernización del Estado, el mismo que en su parte pertinente expresa:

ART. 38.-  (...) No se exigirá como requisito previo para iniciar cualquier acción judicial contra las entidades del sector público la proposición del reclamo y agotamiento en la vía administrativa. Empero, de iniciarse cualquier acción judicial contra alguna institución del sector público, quedará insubsistente todo reclamo que sobre el mismo asunto se haya propuesto por la vía administrativa.

En el  caso  se adjunta   copia  del acuerdo Ministerial  Nº 00465 publicado  en el R. O.  Nº 403 del 23 de noviembre del 2006. Copia debidamente  certificada  de la Resolución  que negó el Recurso Extraordinario de Revisión, cumpliendo lo indicado  en el artículo 31 de la Ley de la Jurisdicción de los Contencioso Administrativo.  

2.4.-   DEMANDA –OSCURA-IRREGULAR –INCOMPLETA.-

Si el juez  o jueza  de Sustanciación, encontrara la demanda, oscura, irregular o incompleta, mandara  a que el actor  aclare, corrija o complete para lo cual dará  un término de cinco(5) días ; si el actor  no lo hiciere, la demanda será rechazada, notificando a las partes sobre el decreto respectivo.   

El recurrente podrá solicitar una prórroga  que no excederá  de los ocho (8) días, salvo circunstancias especiales invocadas. 

2.5.- CALIFICACIÓN DE LA DEMANDA

Calificar la demanda es verificar si la demanda reúne todos los requisitos  que la ley establece para determinar su admisibilidad. De acuerdo con el Art. 32 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, contempla que si la demanda fuere oscura, irregular o incompleta, el juez o jueza  de Sustanciación ordenará que el actor la aclare, corrija, concrete o complete, en el término de cinco días; y si el actor no lo hiciere, rechazará la demanda.

La demanda no es susceptible de ser cambiada o reformada, de conformidad con el inciso final del artículo 30 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la demanda es un documento público que no puede alterarse, la vía más idónea para rectificar los errores es la elaboración de un escrito de  alcance que la corrija, amplíe o complete, el mismo que deberá ser presentado por el actor, sin modificar  lo sustancial  del objeto de la demanda.
 En el presente caso el Juez o jueza (antes Magistrado)  de Sustanciación al encontrar la demanda, clara, precisa y reúne todos los requisitos exigidos en los artículos  30 y 31 del al ley Ibidem se la admite al trámite, rodena las respectivas citaciones  a los sujetos pasivos donde concede el término para la contestación de la demanda, siendo esta la primera providencia del Tribunal.   
2.6.- CITACIÓN DE LA DEMANDA
Para  Guillermo Cabanellas, la citación es una diligencia  por la cual  se hace saber a una persona  el llamamiento hecho de orden del juez, para que comparezca en juicio a estar a derecho. La persona citada debe comparecer por sí, o por medio de su procurador, ante el juez que la citó; en caso de no presentarse en el término fijado, se le acusa de rebeldía” 

El artículo  73 del Código de Procedimiento Civil codificado señala que la citación es el acto por el cual se le hace saber al demandado el contenido de la demanda o del acto preparatorio y de las providencias recaídas en estos escritos.
 Así mismo, el Art. 33 de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dispone a quien se debe citar. La citación es una solemnidad sustancial del proceso. La falta de citación produce la nulidad del juicio.

Cabe precisar que en el proceso de lesividad  las normas  previstas en el Código de Procedimiento Civil  constituyen ley  supletoria  de conformidad  con el artículo 77  de la ley Jurisdicción Contencioso Administrativa.
En el proceso  de lesividad  se deberá  citar a la persona cuyo acto, o resolución  hubiere creado  derechos subjetivos a su favor, es decir, al servidor público al cual la administración pública  le pretende declarar lesivo el acto administrativo expedido por la propia autoridad , es el caso del otorgamiento de un nombramiento  a un servidor público  que se le pretende revocar por no haber sido expedido  de acuerdo  a concurso de merecimientos y oposición, cuya obligación nace de la ley.
La citación se lo hará en persona, por medio de tres boletas, cuando no se pudiere hacer personalmente  se lo realizará por medio de la prensa, esto es, cuando sea imposible de determinar el domicilio. 

El Art. 25 de la  Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, habilita para que intervengan en el proceso las personas que, sin ser titulares de un derecho que los beneficie directamente, tienen interés  directo en el acto para que se mantenga.

La calificación de parte coadyuvante, a falta de disposición expresa debe seguir lo establecido en los Art. 492 y 493 del Código de Procedimiento Civil (C.P.C): se debe tener presente en cualquier estado del proceso y no lo limita como en la esfera Civil.

En el presente caso el juez o jueza (antes Magistrado) de Sustanciación  ordena la citación de los sujetos pasivos: El Ministro de Trabajo Y Empleo (actualmente  Ministro de Relaciones Laborales) en su despacho  en Quito para lo cual depreca  para que se realice la diligencia al Presidente  de la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo Nº1  con sede el la Ciudad Capital QUITO,  y al Procurador General del Estado en su despacho Público.        

2.7.- CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

     Citada la demanda y en conocimiento del o  los demandados estos deben proceder a contestarla dentro del término legal de quince y veinte días, según el caso,  e interponer sus excepciones para que una vez cumplido este hecho o en rebeldía del demandado proceder a impulsar la etapa probatoria. Es decir el demandado, puede hacer uso del derecho de contradicción. El derecho en la acción o en la excepción.  Para Devis Echandia la excepción
 “es una especial manera de  de ejercitar el derecho de contradicción o defensa general que le corresponde a todo demandado, y  que consiste en oponerse a la demanda para atacar  las razones de la  pretensión del demandante, mediante razones propias de hecho que persiguen destruirla o modificarla o aplazar sus efectos” .  En la contestación el demandado aplica el derecho a la legítima defensa el mismo que se encuentra consagrado en el artículo 24 numeral 10 de la Constitución Política de la República (1998).
2.8.- CONTENIDO DE LA CONTESTACIÓN
         El artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa  señala que el demandado en la contestación a la demandada, deberá señalar su  domicilio -casilla judicial- que corresponda a cada jurisdicción, esto de según  el artículo 75 del Código  de Procedimiento Civil, además,  todas las impugnaciones en contra de los fundamentos de hecho y de derecho,  las excepciones debidamente fundamentadas las mismas que de conformidad con lo que establece el artículo 99 del Código de Procedimiento Civil, pueden ser dilatorias o perentorias; dilatorias cuando éstas suspenden o retardan el desenvolvimiento del juicio y perentorias cuando éstas se encaminan a extinguir la acción propuesta en la demanda, y conjuntamente enunciar las pruebas que va a aportar en el juicio.


La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativo en su artículo 39 señala que los medios de prueba serán los mismos que en materia civil, con excepción de la Confesión Judicial, sin embargo de esto se podrá realizar interrogatorios vía informes  a las autoridades nominadoras .Finalmente se deberá, considerar, para efectos de la contestación de la demanda, la norma prevista en el Art. 102 del Código de Procedimiento Civil.


El artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, señala que a la contestación de la demanda se debe acompañar los documentos en que funda  su derecho y si no se encuentran en su poder se podrá solicitar a la persona que los tuviere.


El término para contestar la demanda de conformidad con el artículo 34 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso administrativa es de 15 días, el mismo término se le concederá al funcionario que tenga en su poder el expediente administrativo. Al respecto, el artículo 9 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, establece el término de veinte días  para contestar la demanda para los Organismos y Entidades del Sector Público,  norma que prevalece por su carácter orgánico.

 
La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en su art. 37, señala que si el demandado no contestare la demanda dentro del término concedido para el efecto, a solicitud del actor, será declarado en rebeldía; se le hará conocer esta providencia y no se contará más con él. Pero si el rebelde compareciere, se lo oirá y tomará la causa en el estado en que la encuentre.


Según el Dr. Guillermo Cabanellas, la rebeldía   “se denomina también contumacia, y es la ausencia de una de las partes al juicio, sin que esto de ninguna manera detenga la causa procesal”.

2.8.- CONTENIDO DE LA CONTESTACIÓN.-

     Cumpliendo con el término  de veinte(20) días dado en el auto de calificación de la Demanda  el Licenciado Leonardo Chiriboga  Correa, Ministro de Trabajo encargado contesta la demanda que busca la anulación del Acto Administrativo  contenido el  Acuerdo Ministerial 00465, planteada por  CPNV(SP) Jaime Ramírez en su calidad de Presidente  de la CAMAE y el ab, Eduardo Ledesma Presidente de la Asociación  de Exportadores de Banano del Ecuador AEBE, contestación que deberá contener las excepciones dilatorias, perentorias o pruebas de descargo de las que se cree asistido.

Procede a hacer una revisión de los antecedentes en los que realza el hecho de que el Ministro de Trabajo y Empleo de la época (ahora Ministro de Relaciones Laborales) mediante acuerdo Ministerial Nº 0284  publicado en el R. O.  Nº 151 de 23 de noviembre de 2005 dispone conformar una Comisión Sectorial de Proceso de Embarque y Desembarque  de frutas de buques de alto Bordo, con el objeto de revisar y fijar tarifas  o salarios de los trabajadores  o estibadores que se regirían a partir de enero 2006, por pedido del Presidente de la Federación Ecuatoriana de Trabajadores  en Embarques de Frutas Y Anexos FETEF. Según   el artículo 1223 del Código del Trabajo las comisiones sectoriales  estarán conformadas  por un vocal nombrado   por el Ministro de Trabajo y Empleo (actual Ministro de Relaciones Laborales), quién presidirá: un vocal nombrado en representación de los trabajadores; y, un vocal que representa  a los empleadores. Indicando que se desarrollaron todos los procedimientos  apegados a derecho y que  por votación  de la mayoría  de la Comisión se resolvió el aumento del  25% de los salarios o tarifa, para llegar a esa cifra se aplicó  el artículo 126 del  Código del Trabajo sobre las consideraciones para la fijación de sueldos:
” Las Comisiones tendrán en cuenta:

1. Que el sueldo o salario o remuneración básica mínima  unificada  baste para satisfacer las necesidades normales de la vida  del trabador, considerándole como jefe de familia y atendiendo a las condiciones  económicas y  sociales de la circunscripción territorial  para la que fuere a fijarse.,”

Además indica que  el CONADES atendió y resolvió el recurso de apelación  presentado por el representante patronal aplicando  el artículo 127 del Código del Trabajo (C.del.T.) que señala si las resoluciones de la Comisión no fueren tomadas por unanimidad, los miembros no conformes   podrán apelar a ella, en el término de tres días  ante el CONADES, el que después  de oír el dictamen de la unidad  correspondiente decidirá lo conveniente, siendo confirmada la resolución   con la mayoría de la votación de aumentar en un 25% los salarios de los trabajadores, emite el Ministerio del Trabajo  y Empleo(ahora Ministerio de Relaciones Laborales)el referido Acuerdo Ministerial 000465 publicado en el Registro Oficial en el R. O. Nº403 del 23 mes noviembre del 2006  en ejercicio de sud , el 5 de diciembre de2006, se presenta  el Recurso Extraordinario de Revisión, ante la autoridad máxima  en este caso el Ministro de Trabajo y Empleo pero por no concurrir en ninguna de las causas listadas por el artículo  178 del ERJAFE  es negado dicho Recurso y siendo que los actos administrativos  se presumen legítimos y de cumplimiento inmediato desde que se dictan, se debe proceder al pago de la diferencia  de los salarios en forma retroactiva. Por  lo expuesto se deducen las siguientes excepciones:

Una negativa pura, simple y llana de fundamentos de hecho y  derecho   de la acción  propuesta, se alega improcedencia  de la acción, improcedencia  de la petición, legitimidad del Acto Administrativo.  
2.9- CONTESTACIÓN SOBRE CUESTIONES DE PURO DERECHO.
Si la controversia versase únicamente  sobre cuestiones de puro derecho, contestada la demanda simplemente se notificará  a las partes  y a continuación  el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo pronunciará  sentencia en el término de doce días, así lo explica el artículo 38 de la Ley Jurisdicción  Contencioso Administrativa. 
CAPÍTULO III

Acción contenciosa administrativa objetiva: desde la  prueba hasta la  sentencia 

3.1.- LA PRUEBA.
3.2.- DEFINICIÓN Y TEORÍA DE LA PRUEBA.

3.3.- CLASES DE PRUEBA Y TÉRMINO DE PRUEBA

3.4.- PRUEBAS DOCUMENTALES.

3.5.- AUDIENCIA DE ESTRADO Y ALEGADOS. 

3.6.- SENTENCIA.
3.1.- LA PRUEBA.
Una vez realizadas las citaciones a las partes demandadas en legal y debida forma, y habiendo presentado las excepciones de las cuales se creen asistidos dentro  del juicio 49-07-3 de Recurso Contencioso de Anulación u objetivo en la Judicatura del Tribunal Distrital N0.2 de lo Contencioso Administrativo seguido por la CAMAE contra el Ministro de trabajo,  en providencia de fecha 30 de Julio de 2007 a las 15h15, dictada por el Juez de sustanciación Ab. Miguel Antepara Figueroa y certificado por la secretaria relatora Ab. Miriam Flores Apolinario de conformidad con el art. 38 de la LJCA se ordena recibir la causa a prueba por el término de diez días. 
Indica Couture que en su acepción común, la prueba es la acción y el efecto de probar, y probar es demostrar de algún modo la certeza de un hecho o la verdad de una afirmación.  
3.2.- DEFINICIÓN Y TEORÍA DE LA PRUEBA.

La prueba es, en todo caso, una experiencia, una operación, un ensayo dirigido a hacer patente la exactitud o inexactitud de una proposición. En ciencia probar es tanto la operación tendiente a hallar algo incierto, como la destinada a demostrar la verdad de algo que se afirma como cierto. 

En sentido jurídico, y específicamente en sentido jurídico procesal, la prueba es ambas cosas: un método de averiguación y un método de comprobación. La prueba es un medio de verificación de las proposiciones que los litigantes formulan en juicio, al tiempo que es una forma de crear la convicción del juez. 
3.3.- CLASES DE PRUEBA Y TÉRMINO DE PRUEBA

Los medios de prueba de que se podrá hacer uso  en un proceso contencioso administrativo serán los mismos que establece el Código de Procedimiento Civil, excepto la confesión judicial, que no podrá pedirse al representante de la Administración, pero en su lugar, la parte contraria propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer, las cuales serán contestadas, en vía de informe, por las autoridades o funcionarios de la Administración, a quienes conciernan los hechos controvertidos, es decir que no opera la confesión judicial como medio probatorio porque las autoridades nominadoras responden a intereses estatales, conforme lo dispone el Art. 39 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
 

En el proceso contencioso-administrativo (art. 38  LJCA) y en el tributario (art.257) se establece el término de diez días para la práctica de medios probatorios
Las pruebas dentro del proceso contencioso administrativo a saber son: Informes, Instrumentos públicos, instrumentos privados los cuales van a ser desarrollados más adelante y las que detallaremos a continuación: 

a.- Declaración de testigos.- La declaración testimonial es un medio de prueba que consiste en la declaración representativa de una persona, que no es parte en el proceso en que se aduce, recurre a un juez, con fines procesales sobre lo que sabe respecto a un hecho de cualquier naturaleza.
 
El Código de Procedimiento Civil, trata este tema sin definir que es la declaración testimonial,  desde el artículo 207 en adelante, señala únicamente los requisitos para ser testigo idóneo, esto es se necesita edad, probidad, conocimiento e imparcialidad.
La persona que va a rendir su declaración lo hará bajo juramento y la declaración de testigos será apreciada por el Tribunal de acuerdo a las reglas de la sana crítica, pues el testigo siempre da la versión sobre hechos pasados y siempre existe el riesgo de que por el transcurso del tiempo, entre otras razones, pueda llegar esta versión al juez alterada.

b.- Inspección Judicial.- Según Devis Echandía la inspección  judicial “es una diligencia procesal, practicada por un funcionario judicial, con el objeto  de obtener argumentos de prueba, para la formación de una convicción mediante el examen y al observación con sus propios sentidos de hechos ocurridos durante la diligencia o antes pero que subsisten, o de rastros o huellas de hechos pasados y en ocasiones de su propia reconstrucción”.
 

Este medio de prueba es importante para formar el criterio del juez respecto de determinado litigio, pues examina directamente la cosa litigiosa.

En el Código  de Procedimiento Civil no se establece ningún requisito especial para la inspección, la que por supuesto debe ser pertinente. Puede ordenarse como diligencia preparatoria o por el juez de primera instancia y en cualquier estado de la causa cuando el juez  haga uso de  la facultad de ordenar las pruebas de oficio.

Es una prueba objetiva en la que el juez personalmente se informa, aprecia, en el terreno mismo y efectúa todas las observaciones, formándose un concepto claro de los hechos de la materia de la litis o que van a se materia de la controversia.

c.- Dictamen de Peritos.- Es un medio de prueba por el cual las personas ajenas al proceso que poseen conocimientos esenciales en alguna ciencia, arte o profesión, informan sobre la percepción de determinados hechos o bien sobre la interpretación de los mismos, a fin de formar la convicción del juez.
  

Se puede definir al perito, al que interviene en el procedimiento civil, administrativo, penal o de otra jurisdicción, como la persona “que, poseyendo especiales conocimientos teóricos o prácticos, informa, bajo juramento, al juzgador sobre los puntos litigiosos en cuanto se relacionan con su especial saber y experiencia”. 

El perito es un intermediario entre el juez y la cosa a través de su actuación, permite al juez ver una realidad concreta. No obstante, quien aprecia el mérito del informe del perito es el juez, que puede separarse de la opinión pericial.

El juez es conocedor del derecho, pero carece de conocimientos sobre otras ciencias, artes, técnicas, es por ésta razón que es importante el informe pericial para resolver litigios

Según el artículo 250 del Código de Procedimiento Civil, se nombrarán perito o peritos para los asuntos litigiosos que demanden conocimientos sobre alguna ciencia, arte u oficio.
 El perito emitirá un informe el mismo que deberá ser redactado con claridad y con expresión de los fundamentos en que se apoye: y si fuere oscuro o insuficiente para esclarecer el hecho disputado, el juez de oficio  o a petición de parte, exigirá de ellos la conveniente explicación.


En caso de discordia en los informes periciales, el juez de considerarlo necesario para formar su criterio, nombrará otro perito.

Al juez le corresponde apreciar cual es el mérito de convicción que debe otorgarle al dictamen pericial, sin que esté obligado a aceptarlo, pues se trata de una prueba que debe valorarse y no de un dictamen judicial que es privativo del juez e indelegable.


La intervención del perito puede ser facultativa o necesaria pero en cualquier caso el perito es un auxiliar del juez, para la constatación de un hecho o apreciación de sus efectos, teniendo en cuenta que para ser perito no es necesario título profesional alguno, pero evidentemente sería mejor ostentarlo.

d.- Dictamen de Intérpretes.- Debe nombrarse intérpretes para conocer documentos escritos en caracteres anticuados o desconocidos, para examinar a los que ignoran el idioma castellano y traducir los documentos escritos en idioma extranjero, o para examinar a los testigos  mudos que no sepan escribir. La omisión en el nombramiento de intérprete cuando deba ser nombrado, acarrea la nulidad de la diligencia solamente, no del juicio y así lo establece con claridad meridiana.

Como en el caso de los peritos, el juez tampoco está obligado a atenerse al dictamen de los intérpretes en contra de su convicción.


e.- Grabaciones Magnetofónicas, Radiografías, Fotografías y otros

Al respecto el Dr. Juan Falconí,  en so obra “ Comentarios al Código de Procedimiento Civil”, expresa que constituyen pruebas “las grabaciones magnetofónicas, las radiografías, las fotografías, las cintas cinematográficas, así como también  los exámenes  morfológicos, sanguíneos o de otra naturaleza técnica o cinética, debiendo la parte que los presente suministrar al juzgado los aparatos o elementos necesarios para que pueda apreciarse el valor de los registros y reproducirse los sonidos o figuras. Estos medios de prueba serán apreciados con libre criterio judicial.

La posibilidad y la ampliación de los medios de prueba ciertamente que es muy útil para demostrar las afirmaciones de los litigantes, pero es necesario manejar con cautela determinados medios de prueba, como por ejemplo las grabaciones que más de un inmoral se ha permitido hacer, inclusive de conversaciones telefónicas.


En este supuesto los documentos obtenidos con violación de las comunicaciones telegráficas, cablegráficas y telefónicas, no harán fe en juicio por atentar contra la garantía constitucional de la inviolabilidad y el secreto de la correspondencia consagrado en el  artículo 19 numeral 8 de la Constitución.”

En el juicio materia de análisis una vez abiertos  la etapa probatoria, en escrito de fecha 1 de agosto de 2007 a las 15h20 presentado por la CAMAE, a fojas 435- 445, la parte actora solicita que se reproduzca a su favor todo aquello que le fuere favorable, en autos en especial los fundamentos de hecho y de derecho, invocados en la acción deducida en contra del Ministro de trabajo y Empleo (actual Ministro de Relaciones Laborales).
El mismo que fue proveído  mediante providencia de fecha 2 de Agosto de 2007 a las 8h27,  en el cual dispone que con notificación a la parte contraria, se practique a favor del demandante lo siguiente: Todo cuando de autos le fuere favorable en especial todo cuanto de autos fuera favorable en especial lo que indica en el párrafo Primera lo que indica en el párrafo Segundo, Tercero y cuarto será considerado en el momento oportuno y conforme a la ley por el Pleno del Tribunal todo cuanto hubiere lugar en derecho. 
Así también la parte demandada presenta su escrito de prueba  a fojas 449  en el cual solicita que reproduzca a favor del Estado todo cuanto de autos le fuera favorable, especialmente el contenido de la contestación a la demanda, y se dé por impugnado tolo lo adverso, la prueba que presente la parte accionante y todo cuanto fuere contrario a derecho y ajeno a la litis. También solicita que se reproduzca como prueba a su favor: 

-Copia certificada del Acuerdo Ministerial No. 0284 de octubre 31 de 2005 por el cual se conforma la Comisión sectorial de procesos de embarque y desembarque de frutas en buques de alto bordo, con el objeto de revisar y fijar las remuneraciones y/o tarifas sectoriales unificadas que refieran a partir del 01 de enero del año 2006. 
-Copia certificada de No. 00465, publicado en el Registro oficial suplemento No.403 de noviembre 23 de 2006, a través del cual el Dr. José Serrano, ex ministro de trabajo y empleo acordó fijar a partir del 01 de enero de 2006 las remuneraciones mínimas sectoriales y/o tarifas legales, a nivel nacional, que recibirán los trabajadores protegidos por el código de trabajo que laboran en la Rama Económica de Procesos de embarques y desembarques de frutas en buques de alto bordo; acuerdo emitido competente, en estricto apego a normas constitucionales y legales vigentes, en consecuencia legitimo;

-Acuerdo Ministerial No. 0284 de octubre 31 de 2005, publicado en el Registro No.151 de Noviembre 23 de 2005, por el cual se conforma la Comisión Sectorial de Procesos de embarque y desembarque de frutas y buques de alto bordo, con el objeto de revisar y fijar las remuneraciones y/o tarifas sectoriales unificadas que regirán a partir a partir del 01 de enero del año 2006.  
En providencia de fecha 13 de agosto 2007 a las 9h45, se despacha el escrito del Ministro de Trabajo en el cual se ordena la notificación a la parte contraria se tenga a su favor todo cuanto de auto le fuera favorable y se ordena practicar las diligencias solicitadas y se declara legitimada la autorización a los nuevos defensores.  
En escrito presentado por la CAMAE a fojas 454-456 indica los antecedentes de la acción. Y solicita que se agregue al proceso y se tenga como prueba a su favor el oficio No. 0198-DILIT-2007, otorgado por la Ec. Brenda Reyes Benavides, Directora Regional del Litoral-INEC-mediante el cual se digna certificar que la inflación acumulada a diciembre del año 2005, es de 3.14%; y a diciembre del 2006, de 2,87%. 
-Se oficie a la misma institución para que se sirva certificar el monto del índice inflacionario al 31 de diciembre del 2005, aplicable para el incremento salarial para el año 2006. 

- Que se tome en consideración las afirmaciones constante en la obra FUNDAMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO, cuarta edición actualizada, del Dr. Nicolás Granja Galindo, que pasamos a citar, en lo que guarda relación con la acción que hemos deducido en contra del señor Ministro de Trabajo y Empleo o de quien haga sus veces:( ...)"Un acto se anula por las siguientes causales: por incompetencia de la autoridad que lo expidió; por vicios en la forma de expedición; por desvió del poder; y por violación de la ley. He aquí el punto central de nuestra acción o reclamo, para que Ustedes, señores Ministros Jueces del Tribunal Distrital de lo contencioso Administrativo 2 en sentencia, anulen el acto administrativo que el señor Ministro de Trabajo dictó contrariando el mandato de la ley; Art 118 del Código de Trabajo, arts.119 y 120 de la norma Suprema del Estado. 
La Procuraduría General del Estado en escrito de fecha 13 de agosto 2007 a las 16h14 en apoyo de la defensa de la Institución demandada, y dentro del término que se encuentra decurriendo solicita que se tenga como prueba a favor de la institución demandada todo cuando de autos le sea favorable y redargüido de falso y objetado en su legitimidad lo que le sea adverso. Alega además la validez y eficacia jurídica del Acuerdo Ministerial No. 00465 publicado en el S.R.O. No. 403 de fecha 23 de noviembre de 2006, e indica que fue emitido en apego a las normas constitucionales y conforme a derecho. 
En providencia de fecha 13 de Agosto de 2007 a las 17h15, se despachan los escritos presentados por la partes. 

En escrito de fecha 16 de Agosto de 2007 a las 15h34 la parte actora solicita que se declare concluida la etapa de prueba, los mismos que a la fecha han trascurrido con exceso.  No obstante a esto en escrito de fecha 17 de agosto de 2007 a las 9h30, solicita como un acto complementario, se dignen librar atento oficio a la Dirección Regional del -INEC- a fin de que certifique a cuanto ascendió la inflación acumulada el 1 de diciembre del 2005. 
              3.4.- PRUEBAS DOCUMENTALES.

                Es aquella que se conforma de documentos que puedan aportar la        parte que demanda sus pretensiones o de otros documentos que se encuentran en poder de otra parte litigante o de un tercero, las cuales pueden ser intimadas para su presentación y con respecto a cuya autenticidad el caso de no surgir en su naturaleza se podrá juzgar por medio de la intervención de peritos calificados en la materia. 

Las pruebas que se evacuaron en el caso práctico fueron documentales. 
Informes.-  La  prueba de informes tiene características propias y no debe confundirse con otros medios de prueba. La razón de la prueba de informes, se funda en que el representante del órgano administrativo, por las funciones inherentes a su puesto de trabajo, defenderá a los intereses estatales de forma parcializada. Una vez que ha sido solicitada la prueba de informes, el representante del órgano administrativo no tiene término para  responder el pliego de preguntas que el administrado le formula, pues la ley no menciona nada al respecto.

Instrumentos Públicos.- Un instrumento público es el otorgado o autorizado, con las solemnidades requeridas por la ley, por notario u otra autoridad competente,  para acreditar  algún hecho, la manifestación de una o varias voluntades y la fecha en que se producen. 

Según el artículo 164 del Código de Procedimiento Civil el instrumento público o auténtico, es el autorizado con las solemnidades legales por el competente empleado. Si fuere otorgado ante notario e incorporado en un protocolo o registro público, se llamará escritura pública.

El instrumento público agregado al juicio dentro del término de prueba, con orden judicial y notificación a la parte contraria, constituye prueba legalmente actuada, aunque las copias se las haya obtenido fuera de dicho juicio. El instrumento público manifiesta, sin lugar a duda, la verdad de haberse otorgado y la fecha de su otorgamiento, respecto de todas las personas. Hasta antes de la reforma de 1978, cuando se calificaba la prueba en plena o semiplena, obviamente el instrumento público era considerado como prueba plena.

La fuerza probatoria del instrumento público es indivisible, se usa el instrumento en su totalidad.

 Fuera de los casos indicados en este artículo, el instrumento defectuoso por incompetencia del empleado o por otra falta en la forma, valdrá como  instrumento privado, si estuviere firmado por las partes.

Estas pruebas son las más utilizadas en el procedimiento contencioso administrativo.

 Instrumentos Privados.- Según en el art. 191 de nuestro Código de Procedimiento Civil, el instrumento privado es el escrito hecho por personas particulares, sin intervención de notario ni de otra persona legalmente autorizada, o por personas públicas en actos que no son de oficio.
El instrumento privado podemos definirlo como el redactado por las partes interesadas, con testigos o sin ellos, pero sin intervención de notario o funcionario público que le de fe o autoridad. De concurrir algunos de estos últimos, y en ejercicio de sus funciones, se estaría ante la especie opuesta, es decir, el instrumento público.
El instrumento privado es aquel en el que a más de constar por escrito debe tener una firma y no contener ninguna formalidad que determine la autenticidad de aquel.


En el instrumento privado, es necesaria la demostración de que emana de la persona a la que se lo atribuye y esta demostración puede hacerse de las maneras siguientes:


a.- Mediante el reconocimiento de firma o,

b.- Mediante la comprobación judicial, en el caso de que se haya negado la autenticidad de la firma. 

3.5.- AUDIENCIA DE ESTRADO Y ALEGATOS 

De las disposiciones constantes en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se puede concluir que  el alegato puede ser escrito  u oral; el alegato escrito se denomina informe en derecho; y el oral, audiencia de estrados.

Para Herman Jaramillo, el Informe en derecho, “es un acto jurídico procesal y discrecional – alegato escrito- que presenta el abogado  defensor de cualquiera de las partes ante los magistrados del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, antes de la sentencia, con sólidos argumentos jurídicos, sobre los puntos más sobresalientes del proceso, valorando los hechos investigados y probados en la causa e invocando las leyes, la jurisprudencia y la doctrina científica, para persuadir en derecho a dictar una sentencia justa”. 

El artículo 41 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, señala que concluido el término de prueba, el Tribunal debe dictar sentencia dentro de doce días. A  los alegatos en derecho se le podrá adjuntar documentos públicos o privados que deberán tomarse en cuenta y que no hubieren sido presentados en la etapa probatoria.

Ahora bien a Foja 466,  en escrito de fecha 28 de Agosto de 2007 a las 11h20 presentado por el Abogado Eduardo Ledesma García en calidad de Director Ejecutivo de la CAMAE, solicita se declare concluido el termino de Prueba y se dicte autos para sentencia. 

Proveyendo el mismo en providencia de fecha 3 de septiembre de 2007 a las 9h48,  el Tribunal Distrital No 2 de lo Contencioso Administrativo dictada por el juez de sustanciación Dr. José Pincay Romero y certificada por la secretaria Ab. Miriam Flores Apolinario se dicta  (...)"autos para sentencia, las partes podrán presentar sus informes en derecho o solicitar audiencia de estrados en el termino de doce días"(...). Notifíquese. 

En escrito de fecha 12 de septiembre de 2007 a las 11h32 a fojas 478 presenta la parte actora CAMAE por medio de sus abogados debidamente arrizados su informe en derecho. En el cual hacen una exposición narrativa de los antecedentes de la demanda y del mismo modo impugnan las excepciones propuestas por la parte demandada, entre unas de  las causas de su impugnación se encuentra: 

Que cuando alega que la acción propuesta, no procede y justifica diciendo que el procedimiento que siguio el señor Ministro de trabajo, para expedir el incremento salarial es el establecido en el Código de trabajo; esta afirmación es alejada a la verdad; en cuanto que hemos producido las veces que ha sido necesarias el texto del art. 118 del Código de trabajo  cuando señala "si aun en ella no se llegare al consenso, el ministro de trabajo y empleo los fijara en un porcentaje de incremento equivalente al índice de precios al consumidor proyectado, establecido por la entidad pública autorizada para el efecto", el tenor de esta disposición legal es taxativa no admite interpretación, más que el estricto tenor de esta disposición legal; y, si ella no se aplico en el sentido correcto el Acuerdo Ministerial N0. 00465del 16 de Noviembre del 2006, publicado en el S.R.O. N0. 403 del 23   de los mismos mes y año, es nulo o de ningún valor  efecto jurídico, para los patronos de los trabajadores de la mencionada rama de trabajo. Así lo hemos establecido en nuestros escritos de prueba presentados, citando de la obra fundamentos de derecho administrativo, 4ta edición del Dr. Nicolás Granja Galindo.
La Audiencia de Estrados,  es la estrategia de los abogados que nos permite presentar  ante  el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo un  alegato oral de la fundamentación jurídica que sustenta la acción, en beneficio de una mejor comprensión para el juez;  la parte que solicita la audiencia será escuchada primero y luego puede ser oída la otra parte, pero en ningún caso puede haber replica de una de las partes de la contienda. Tanto la audiencia de estrados como los alegatos en derecho se elaborarán después del término probatorio y antes de dictar sentencia. 
En el juicio materia de análisis las partes no solicitan Audiencia de Estrado, sin embrago exponen sus alegatos de manera escrita.  Por último una vez trascurrido el termino para alegar, en escrito de fecha 24 de septiembre de 2007 a las 16h05 la parte actora solicita al Tribunal se dicte sentencia.  

3.6.- SENTENCIA 

La sentencia es el acto de terminación normal del proceso. Es una resolución del órgano jurisdiccional, que se diferencia de las demás en su finalidad. En ella se deciden las cuestiones planteadas en el proceso, se emite juicio sobre la conformidad o disconformidad de la pretensión con el ordenamiento jurídico y, en consecuencia, se actúa o se niega a actuar la pretensión formulada en el proceso". 

La Sentencia es una Resolución Judicial,  la misma  que antes de tomar esta decisión reflexiona, revisa las normas procesales, hace un relato referente al proceso,  se examinan las excepciones, analiza la competencia, observancia de normas, procedimientos, lo  hace después que concluyen las pruebas que fueron debidamente sustentadas por las partes, tal como lo estipula el artículo 41 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, o sea dentro de los 12 días cuando concluyo la prueba. Cuando se han analizado todos elementos  el Tribunal Distrital Contencioso Administrativo, es el  que pone fin a litis a través de la Sentencia.
La sentencia dentro del juicio materia de análisis, fue dictada el 5 de octubre a las 8h15 por la Doctora Patricia Veintimilla, Presidenta del Tribunal y los señores Abogados Miguel Antepara y José Pincay Romero Ministros Jueces del Tribunal Distrital N0. 2 de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, la infrascrita secretaria relatora del tribunal, abogada Miriam Flores Apolinario, quien certifica el acto de Relación. 

En la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa (L.J.C.A) determina que "tanto las excepciones dilatorias como las perentorias y, en general los incidentes que se suscitaren durante el juicio, no serán de previo o especial pronunciamiento y se resolverán en sentencia, salvo el que propongan para la suspensión de procedimiento de ejecución" (art. 42). Sobre el contenido de la sentencia, no dice nada mas la LCJA, por lo que, siendo norma supletoria el Código de Procedimiento Civil, debemos entender que esta deberá decidir únicamente los puntos sobre que se traba la litis y que en ella se resolverán con claridad y motivación los puntos que fueren materia del pronunciamiento, con fundamento en la Ley y en los meritos del proceso; y, a la falta de Ley, en los principios de Justicia Universal. 
Al contrario de la LJCA, es digna de encomiarse la disposición que sobre la sentencia trae el CT, el cual permite que el tribunal se pronuncie, no solo sobre los puntos sobre los que se trabo la litis, sino también respecto de aquellos que, en relación directa de los mismos, comporten control de legalidad de los antecedentes o fundamentos de la resolución o acto impugnado, aun supliendo las omisiones en que incurran las partes sobre puntos de derecho, o apartándose del criterio que ellos atribuyan a los hechos (art. 273). La norma se aproxima, -aunque levemente y no del todo, porque solamente se puede resolver sobre puntos que tengan realización directa con los que se trabo la litis-, a lo que verdaderamente debe constituir un autentico proceso de control de la legalidad, pese a que en el proceso contencioso tributario, a igual que en el contencioso-administrativo, predomina el principio dispositivo, y no el oficioso o inquisitivo. 

Siguiendo con el análisis del juicio,  ante el tribunal Distrital de lo contencioso administrativo, comparecieron a fojas 53 a 63  el CPNV (SP) JAIME RAMIREZ HIDALGO, por los derechos que representa en su calidad de Presidente de la Cámara Marítima del ecuador CAMAE y el abogado Eduardo Ledesma G, por los poderes que representa como Director Ejecutivo de la Asociación de Exportadores de Banano del Ecuador AEBE, con el propósito de incoar una acción contenciosa administrativa contra el Ministro de trabajo, Ab. Antonio Gagliardo Valarezo máxima autoridad del Ministerio de Trabajo y Empleo, el mismo que expidió la Resolución materia de la impugnación en la presente demanda, pidiendo los actores que se cuente con este funcionario en el juicio. Posteriormente los actores pidieron que se cite al Procurador General del Estado para los fines legales. 
Los comparecientes hacen uso del recurso contencioso administrativo con el fin de obtener la cancelación del acto administrativo contenido en el Acuerdo Ministerial 00465, el mismo que fue expedido por el Dr. José Serrano como Ministro de Trabajo y Empleo. Se calificó y aceptó a trámite la demanda en auto, y en este se procedió a citar a los demandados y luego estos contestaron la demanda proponiendo las excepciones. Con la contestación  a la demanda se trabó la litis, razón por la cual se abrió la causa a prueba y en cuyo trascurso las partes  expusieron las que creyeron pertinentes a sus intereses. Vencido el término de prueba se dispuso cerrarlo y dictar autos para sentencia. EL Tribunal para hacerlo debe reflexionar: Primero.-De acuerdo como reglamenta el artículo ciento noventa y seis de la Constitución vigente (Const. Política del 98); los actos administrativos concedidos por cualquier autoridad de las otras funciones del Estado, podrán ser impugnados ante la Función Judicial en la forma que determina la Ley. La LJCA en el literal a del art. 10 atribuye al Tribunal Distrital Contencioso Administrativo conocer y resolver en única instancia, de las impugnaciones que realicen los administrados, así como de los actos de la administración publica, y decidir de su legalidad o ilegalidad. 
El art. 38 de la LME fija la competencia de los Tribunales Distritales, el domicilio de los administrados; en este caso los actores exponen estar domiciliados en la ciudad de Guayaquil, Provincia del Guayas, sede del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo. 

El juicio se ha tratado conforme a las normas procesales que impone el capítulo cuarto LJCA, las partes ejercieron su derecho a la defensa establecida en el art. 24 de la Constitución en ese entonces vigente. 

El Tribunal procede a desechar las excepciones presentadas por los demandados. La parte demandada menciona la negativa pura, simple y llana de los fundamentos   que solo produce efecto de trasladar la carga de la acción propuesta. La  ley de lo contencioso administrativo, la Constitución y otras leyes, está facultada para incoar una demanda cualquier persona que considere que sus derechos han sido vulnerados por alguna autoridad perteneciente a la Función del Estado. 
Referente a la improcedencia de la acción asumida en contra del Acuerdo Ministerial 465, se puede decir que esta no es legal, por cuanto vulnera  fehacientemente la Legislación vigente. 

El trámite para la fijación de las remuneraciones es potestad del CONADES y al no existir el consenso en las reuniones convocadas para el efecto, el Ministro de Trabajo y Empleo al fijar las remuneraciones debería haberlo hecho acorde con el índice de inflación que da el INEC, y no de acuerdo a lo que estime más conveniente; además es necesario destacar que debería haberse proporcionado el debido estudio técnico y al no concurrir esto, vicio de nulidad, el acto administrativo. El tribunal en apego a la Constitución y a toda la normativa declara con lugar la demanda.

Frase sacramental en sentencia  utilizada en la Constitución de 1998 Estado Social de Derechos. EL TRIBUNAL  DISTRITAL  Nº 2 DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  DE GUAYAQUIL, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY RESUELVE:
Declarar con lugar la demanda presentada por………..

O se rechaza la demanda presentada por……….
Frase sacramental  que  se utilizada en la Constitución Vigente desde el 20 de Octubre del 2008  EN CASACIÓN  EN LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.

EL TRIBUNAL DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL  DE JUSTICIA, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN  Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA  EXPIDE LA SIGUIENTE SENTENCIA:
Rechaza el recurso de casación planteado por…….

Casa la sentencia y declara la validez de acto administrativo

Acepta el recurso de casación interpuesto y por tanto casa  parcialmente la sentencia impugnada….

No se casa la sentencia……

Casa la sentencia y declara la nulidad del procedimiento administrativo y de la resolución…..

Casa la sentencia  y declara válido el  acto impugnado.  
CAPÍTULO IV

Acción contenciosa administrativa  objetiva: recursos, nulidad y ejecución de la sentencia
POR: NÉSTOR ANÍBAL  TORRES  ÁLVAREZ

4.1.- RECURSO HORIZONTALES 

4.1.1.- ACLARACIÓN

4.1.2- AMPLIACIÓN

4.2.- RECURSOS VERTICALES.
4.2.1.- APELACIÓN.

4.2.2.-  DE HECHO.

4.3  RECURSO EXTAORDINARIO  DE CASACIÓN

4.3.1. CAUSALES.

4.3.2.- CALIFICACIÓN, PROCEDIMIENTO, ADMISIBILIDAD Y REQUSITOS.

4.4.- ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN, FORMALIDADES
4.5.- ACCIÓN DE NULIDAD DE SENTENCIA EJECUTORIADA.  

La Sala especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de  Justicia, tiene un reto, es la existencia misma de la justicia especializada, ya que tiene superar los rezagos en el despacho de causas, para que pueda cumplir con los principios constitucionales  de administración y justicia. 

En este nuevo proceso la ADMISIBILIDAD, está a cargo de los conjueces conjuezas, ya que bajo este nuevo parámetro constitucional  tienen las mismas responsabilidades que los jueces, posteriormente  se integrarán al despacho de causas. Van a implementar medidas con la Contraloría General del Estado para asegurar la vigilancia y fiscalización sobre las instituciones públicas para que flexibilice  la obligación de éstas de recurrir a Casación, cuando saben de antemano que el resultado será contrario a los intereses institucionales.

     Ya que la Sala ha desarrollado líneas jurisprudenciales donde se planean soluciones y de orientación que sirven de base para tomar las decisiones en derecho, ya que de esta manera no se incrementaría el represamiento de causas que duran años.  

 En esta Sala  se evidencian los derechos de los ciudadanos que es el derecho administrativo, en la práctica podríamos decir que se aplica el Derecho Constitucional, ya que cuando el poder público se manifiesta a través de actos administrativos o normativos  el administrado debe recurrir a armas que le da el ordenamiento jurídico, ya que quiere hacer valer sus intereses frente al Estado.

Para resolver los recursos de Casación en las causas en materia administrativa, en los juicios por controversias  originadas por contratos, entre el Estado e instituciones del sector público y los particulares, los administrados por la inacción de la administración  pública, los mismos que  se  serán resueltos por jueces o juezas Nacionales  positivamente o negativamente.

4.1 RECURSOS HORIZONTALES.
 Aclaración y  Ampliación 

La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en su artículo  47 tiene  concordancia con el Artículo, 281 del Código de Procedimiento Civil, preceptúa que: El Tribunal no puede revocar ni alterar, en ningún caso, el sentido de la sentencia pronunciada; pero podrá aclararla o ampliarla, si alguna de las partes lo solicitare dentro del término de (3) tres días. Desde la notificación de la Sentencia.

La Doctrina, considera que los mencionados Recursos en el procedimiento administrativo  como no reglados, ya que es necesario recurrir a la Norma Supletoria del Código de Procedimiento Civil ecuatoriano. 

4.1.1 ACLARACIÓN.-

El Tribunal Distrital de lo  Contencioso Administrativo accederá a aclarar su fallo o sentencia, cuando  una  de las partes  plantee este recurso que a su criterio le  parezca que existe motivo de duda sobre su decisión, ya que puede producirse,
porque existe oscuridad en la sentencia y debe aclararla. El Tribunal  no puede modificar el alcance  o contenido de la misma, es decir, no puede alterar o revocar las sentencias dictadas de la cual solicito la aclaración. Será presentado  dentro de los (3) tres días posteriores a la notificación de la resolución o fallo, si lo presenta después de los tres días será considerada extemporánea  por lo que será rechazado.

La Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el Art. 48  dispone de que: La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura, Aclarar consiste en declarar o despejar los puntos que son  dudosos. Procede, cuando  el fallo  este redactado en términos complicados, de comprensión dudosa.

La enciclopedia Jurídica Omeba, en el Tomo I, página 285, expone La obscuridad o claridad de un concepto en cuestión puramente idiomática  que el juez deberá examinar con cuidado, a fin de evitar abusos en el ejercicio de la aclaratoria.

Por lo tanto si los términos son lo suficientemente claros, no deberá  explicarlos ni insistir  sobre ellos, sino  que se deberá  limitar a decir  que la petición es improcedente, en virtud de esa claridad.

   4.1.2 AMPLIACIÓN

El objetivo de este recurso es suplir cualquier omisión que se hubiese incurrido tanto en el fallo como en la sentencia respecto de  la acción  como de las excepciones, en otras palabras suplir  aquellas  omisiones accesorias. La ampliación, cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre costas,  la ampliación procede cuando no se hubieren resuelto los puntos de la controversia o exista omisión de la decisión sobre las costas procesales. –

     Una vez presentada por escrito  la Aclaración o la Ampliación por cualquiera de las partes, se tiene que correr traslado  a la otra parte en un término de (48) cuarenta y ocho horas y será contestada por el demandante o demandado.

El Tribunal  previamente que resolvió la causa oirá  a la otra parte que solicito la ampliación.  La ampliación  debe ser presentada (3) tres días posteriores  a la notificación de la resolución    o fallo  si el mismo es presentado extemporáneamente será rechazado.

El Tribunal una vez que dicto la sentencia no puede ser revocada o alterada, pero puede solicitarse aclaración o ampliación  de la mencionada sentencia.-

Como comentario por lo general la ampliación y la aclaración la utilizan ciertos jurisconsultos con el ánimo de entorpecer el curso de juicio y ganar tiempo  para presentar el Recurso de Casación.-   

Con relación con el  juico Nº  49-07-3.-

En la parte resolutiva fue declarada con lugar la demanda presentada por  VPNV  Jaime Ramírez Hidalgo en su calidad de Presidente de CAMAE  y AEBE contra el MINISTRO DEL TRABAJO Y EMPLEO (AHORA Ministerio de Relaciones Laborales), en la sentencia se declara la ilegalidad del acto administrativo contenido en el Acuerdo Ministerial 00465,  presentaron el recurso de Revisión  que fue negado por vicios de procedimentales, reglamentarios, y legales.  

 El vencido no interpuso el recurso de aclaración, ni de ampliación, ya que esta sentencia es muy clara, ya que  fueron resueltos  los puntos principales de la litis que eran parte de la controversia.

     En cambio la parte actora   al revisar la sentencia se dio cuenta de un error de tipeo por lo que solicita al mencionado Tribunal se corrija la parte resolutiva de la misma que dice: Se declara la ilegalidad del  acto administrativo contenido en el Acuerdo  Ministerial Nº  00465, publicado en el R. O.   Nº 151 de noviembre 23 del 2005.   
Lo que debería decir es: Se declara la ilegalidad del acto administrativo contenido en el Acuerdo Ministerial Nº 00465, publicado  en el Suplemento del R. O. No 403 del 23 de noviembre  del 2006.

     Presentando  el respectivo escrito el Tribunal, da paso a lo solicitado y dispone que se corrija el error de  impresión. Resuelve mediante  auto del 22 de octubre del 2007, firmado por los Magistrados miembros del Tribunal (actualmente jueces y  juezas) y la secretaria relatora de esta manera aclara el error de impresión que se encuentra en la parte resolutiva de la sentencia.   
       4.2 RECURSOS VERTICALES

 4.2.1 APELACIÓN

Este tipo de recurso se lo interpone  ante la Corte Provincial de Justicia,  dentro de los (3) tres días de notificada la Resolución  o Sentencia, únicamente basado en las causales para cada materia (penal, tributario, etc)  de lo que se trate en la causa.

No procede el recurso de Apelación en los Juicios Contenciosos Administrativos, ya que la mencionada   Resolución, Fallo o Sentencia  que dicte o resuelva  el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, es de única y definitiva instancia, es decir no existe segunda instancia, pero si  las   hay en materia civil, penal etc.

     En el Código Orgánico  de la  Función Judicial  está  prevista la integración de la Sala de Apelación de la Corte Provincial de Justicia, el Consejo de la Judicatura  las integrará con los jueces y juezas que  sean  seleccionadas en el concurso de merecimientos de oposición. Las sentencias que sean dictadas por las juezas o jueces  del Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo como es única  y definitiva instancia.

     4.2.2.-  DE HECHO 

     Cuando ha sido negada la Apelación, se puede interponer el recurso de hecho, ante la Jueza o Juez o Tribunal la que cumpliendo el ámbito procedimental  lo va a enviar  a la Respectiva Corte Provincial  de Justicia, la misma que lo resolverá  dentro de los ocho días el mencionado recurso, que ha sido propuesta por el litigante. 

     Lo que sí es procedente es el Recurso de Casación  ante la Corte Nacional de Justicia (C.N.J).antes ex C.S.J

4.3. RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN

Etimológicamente. Proviene del verbo latino  Cassare, que significa quebrar, anular, destruir, para el uso forense anular, invalidar, dejar sin efecto, derogar, una sentencia. La Corte Nacional de Justica (C.N.J) cuando presentan este recurso analiza la sentencia o autos dictadas por los Tribunales de lo Contencioso  de lo Administrativo o de las Cortes Provinciales de Justicia, si hay causales suficientes, para corregir, anular, o dictar una nueva sentencia y de esta manera garantizar una correcta aplicación de la ley, tiene por finalidad casar el error y subsanarlo.  
En todos los Juicios Contenciosos Administrativos, si se puede utilizar el Recurso de Casación contra las sentencias y autos dictados por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo, ya que son de dos clases: el de  plena Jurisdicción o subjetivo y  de  anulación u objetivo  o exceso de poder.               

     Recurso de casación: Las sentencias dictadas por los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo son susceptibles de recurrirse en casación.

El término para la interposición es de (5) cinco días para los administrados; y, de quince (15) días para los organismos y entidades del sector público.

……dada la rigurosidad del Recurso no se puede en casación generalizar las normas legales, pues la doctrina nos enseña que es indispensable citar concretamente los preceptos legales que se estiman violados o erróneamente aplicados, el recurrente debió indicar exactamente el artículo de la ley que se ha infringido….R.O. Nº 43-13 enero/2003 pág.22  

El Recurso de Casación, la puede interponer la parte agraviada o el  vencido  de la sentencia o auto,  no podrá interponer el recurso el que no apeló la sentencia o auto en  primera instancia,  ni se adhirió   a la apelación  de la contraparte, cuando la resolución haya sido confirmada por el superior, no procede la adhesión al recurso de casación.   

EL RECURSO DE CASACIÓN EN EL ESTADO CONSTITUCIONAL DE DERECHOS Y JUSTICIA” 

La Corte Nacional de Justicia realizó el Seminario Internacional: “EL RECURSO DE CASACIÓN EN EL ESTADO CONSTITUCIONAL DE DERECHOS Y JUSTICIA”,  el evento que se llevó a cabo este 21 y 22 de marzo-2013 contó con la participación de importantes expositores y juristas de Argentina, Uruguay, Chile, Colombia, España y Ecuador.

El Seminario permitió establecer lineamientos y políticas de aplicación del Recurso de Casación en el quehacer de la función judicial dentro del marco constitucional ecuatoriano. El recurso de casación es un recurso extraordinario que tiene por objeto anular una sentencia judicial que contiene una incorrecta interpretación o aplicación de la ley o que a sido dictada en un procedimiento que no ha cumplido las solemnidades legales, es decir por un error in iudicando o bien error in procedendo respectivamente. Este recurso ha sido visto por abogados y usuarios como un recurso ordinario, lo que ha originado una sobrecarga procesal en la Corte Nacional de Justicia de Ecuador, por esa razón se busca limitarlo.

Las principales características  de la Casación son:

1.- Es un Recurso Extraordinario  2.- Es un Recurso Formal, debe cumplir una serie de requisitos, para que sea procedente. 3.- Es un Recurso Limitado, ya que debe limitarse a lo que esta escrito.

Cuando se Inadmite el Recurso de Casación,  cuando no esta debidamente elaborada la Sala especializada        del Tribunal Distrital  del  Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia  dicta un AUTO DE INHIBICIÓN.

4.3.1 CAUSALES. -
La ley de Casación se funda en las siguientes causales:

1era.  Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de derecho, incluyendo los precedentes  jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido determinantes de su parte dispositiva;  al invocar esta causal se debe precisar la debida aplicación de la norma o el precedente jurisprudencial obligatorio que se aplico indebidamente y cual se debió aplicar en el caso concreto.

2da.  Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas procesales, cuando hayan viciado el proceso de nulidad insanable o provocando indefensión, siempre que hubieren influido en la decisión de la causa y que la respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada legalmente; si se invoca esta causal se debe señalar la violación del debido proceso, su efecto nulidad insanable o indefensión y como ha influido en la decisión de esta causa.

3era.  Aplicación indebida, falta de aplicación  o errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación  o a la no aplicación de normas de derecho en la sentencia o auto; al invocar esta causal como debió ser la aplicación correcta de la norma relativa a la valoración de la prueba, cual es la norma sustancial que ha sido aplicada equivocadamente  o inaplicada en la sentencia.

 4ta. Resolución, en la sentencia o auto, de lo que no fuera materia del litigio u omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis; se debe precisar cuál es el asunto controvertido en l sentencia que no ha sido resuelto y que han resuelto  asuntos ajenos a la controversia.  

5ta.  Cuando la sentencia  o auto no contuvieren los requisitos  exigidos por la ley o en su parte dispositiva  se adoptan decisiones contradictorias incompatibles; si se invoca esta causal hay que señalar los requisitos exigidos por la ley  que no tiene la sentencia o si hay contradicción o incompatibilidad entre la decisión adoptada y las consideraciones del fallo.

     El Tribunal de Casación  en el Ecuador, no puede casar por causal no que no se haya invocado, aunque surja en autos, ya que debió citarse la norma, aunque esta se haya infringido. Las causales  permiten controlar la observancia de las leyes.   

4.3.2. CALIFICACIÓN, PROCEDIMIENTO, ADMISIBILIDAD  Y REQUISITOS. 

El término para la interposición es de (5) cinco días  para los administrados; y de (15) quince días para todos los organismos y entidades del sector público.

     Recibido el proceso en la CNJ, examinará el Recurso de Casación si esta debidamente fundamentado tal como lo estipula el artículo 7 de la ley de Casación, si lo admite procede conforme a lo previsto en el artículo 13, si es rechazado  se  devolverá  el proceso  al inferior con  un Auto de inhibición ya que no es una sentencia. Una vez concedido  el recurso el mismo juez u órgano judicial dispondrá  que se obtengan las copias necesarias para la ejecución de la sentencia o auto y en la misma providencia se ordenará  que dicho expediente  se eleve a  la Corte Nacional de Justicia. 

El Recurso de Casación que interpone la parte vencida (demandado) ante la C.N.J. es por no esta conforme con la Sentencia que ha sido dictada en su contra  dentro del Juicio Contencioso Administrativo de Anulación  o de exceso de poder  que lo siguió la Cámara Marítima del Ecuador (CAMAE) y la Asociación  de exportadoras de Bananas del Ecuador (AEBE),  la misma que fue aceptada por el Tribunal de lo Contencioso  Administrativo.  El  trámite de Casación fue aceptado porque si cumplió con requisitos formales de la ley de Casación, ya que dicha sentencia fue dictada por el Tribunal distrital Nº2 de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, por ser una institución pública dentro del término de quince(15) días, legitimó su accionar ya que resultó agraviado con la sentencia, las causales estaban enmarcadas dentro de la norma, consto con los requisitos formales, el órgano judicial admitió el recurso y lo envió a la Corte Suprema de Justicia( actual CORTE NACIONAL DE JUSTICIA  C.N.J.)      
El Ministro de Trabajo  como  su representante legal, la representación  judicial  la ejerce el  Procurador General del Estado, ya que el Ministerio al ser un órgano dependiente  de la Función Ejecutiva(Pública), al  que  deberá citárselo  por que así lo establece las disposiciones contenidas de la ley Orgánica  de la Procuraduría  General del Estado(Art.10 de la  Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado PGE)   y la  extrajudicial el Presidente de la República  que si fuera  en este año  será el Presidente Constitucional de la República del Ecuador  Economista Rafael Correa Delgado, la  interpone dentro del término de ley el Recurso de Casación tal como lo estipula el artículo 5 y 6 de la  ley de Casación.

Se fundamenta en la ley de casación causal primera aplicación indebida al momento de dictar sentencia y causal cuarta  falta de aplicación de las normas de derecho.

Hay un sorteo previo, avocan conocimiento los jueces,  actualmente conjueces o conjuezas de la Sala especializada  de lo Contencioso administrativo  de la Corte Nacional de Justicia, son competentes para  conocer y resolver el recurso presentado. Tal como lo estipula la Constitución del 2008 en su artículo 184 numeral 1 que expresa: Serán funciones de la Corte Nacional de Justicia, además  de las determinadas en la ley las siguientes  1.- Conocer los recursos de casación, revisión  y los demás que establezca la ley. 
El Procurador General  del Estado no confirió   delegación al  Ministerio de Trabajo demandado; señala lo fundamental del Recurso de Casación  es la vigencia del derecho Objetivo,  esta   impugnación carece de personería jurídica, ya que por error o descuido no hay la respectiva representación legal del Procurador  General del Estado.  La Sala haciendo    una revisión minuciosa   no da paso o no tramita  el Recurso solicitado por las  razones mencionadas anteriormente. 
Por lo que Inadmite el Recurso de Casación, ya que emite su resolución  el 23 de marzo del 2009, en su parte expositiva hace un breve recuento de los procesos de los procesos contenidos en el Acuerdo Ministerial Nº 00465, en su parte resolutiva la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, reconoce que el Procurador General del Estado ejerció la defensa del Ministerio de Trabajo, contestó la demanda  y presentó las excepciones, pero al revisar los autos él Procurador  no confirió delegación  a nombre del Ministerio demandado, ya que dicho ente público carecía de personería jurídica y sin representación legal  o su delegado.  El desconocimiento de la normativa legal interpuso el Recurso de Casación sin considerar que pertenece a la Función Ejecutiva, ya que el recurso de Casación es de carácter formalista su rechazo esta debidamente fundamentado en la Resolución de la Sala Especializada  de la CNJ.  De lo que se puede colegir que no se aplicó el debido filtro tal como lo estipula el artículo 8 de la ley de casación, que nos permite hacer este análisis.-                

 En el estudio del caso práctico  Nº 49-07-3  No se interpuso el Recurso de Hecho, ya que el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo si aceptó el Recurso de Casación.
 4.4  ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN, FORMALIDADES.-  

Para presentar  la acción extraordinaria de protección tiene que cumplir con los siguientes requisitos:

1.- Que se trate de sentencias, autos y resoluciones, firmes o ejecutoriados;

2.- Que el recurrente demuestre que en juzgamiento se ha violado por acción u omisión, el debido proceso o otros derechosa fundamentales; y

3; Que se hayan agotado todos los medios procesales de impugnación  previstos para el caso concreto dentro de la jurisdicción ordinaria, salvo el caso de que la falta de interposición  de los recursos no fuere impugnable a la negligencia del titular del derecho fundamental vulnerado

Para conocer y resolver la acción extraordinaria de protección  es competente la Corte Constitucional, con la finalidad de revisar y revocar las sentencias, autos y resoluciones con fuerza de sentencia, si hubieren dictado violando el debido proceso y cualquier otro derecho consagrado en la  Constitución de la República del Ecuador que fue aprobada por los ecuatorianos en referéndum la misma  que está vigente desde el 20 de octubre del 2008.

En materia    contenciosa     administrativa,     pueden    interponer   la      acción extraordinaria de protección  una vez agotados todos los recursos ordinarios que prevé la ley; es decir, que sería después del fallo de la Corte Nacional  de Justicia, salvo si no hay recurso disponible para interponerlo.

La acción  extraordinaria  de protección  se debe presentar  ante la Sala  o Tribunal Distrital  de lo Contencioso  Administrativo que dicto la decisión  definitiva, luego de receptada  la acción notificará  a la parte  y remitirá el expediente a la Corte Constitucional , en un término máximo de cinco días.

      La Corte Constitucional  puede revisar y revocar las sentencias, autos y resoluciones con fuerza de sentencia, determinará si en la sentencia se han violado derechos constitucionales  del accionante y si se declara la violación, ordenará la reparación integral al afectado.

     El término para resolver es de treinta días contados desde la recepción  del expediente para resolver. 

     En el  presente  juicio 49-07-3   que ha sido puesto en análisis a Diciembre del 2013,  no se ha interpuesto la Acción Extraordinaria de Protección.-.     

4.5.- ACCIÓN DE NULIDAD DE SENTENCIA EJECUTORIADA, GENERALIDADES-   

Para que proceda  una acción de nulidad debe reunir ciertos requisitos establecidos  en el artículo 30, que están previstos en la Ley de Jurisdicción Contenciosa Administrativa LJCA.

     Admitida, por el juez o jueza, se integrará la Sala, se mandará oficio al presidente del Tribunal que emitió la sentencia, para que en tres días la remita el proceso.
La acción de nulidad de sentencia, de ser aceptada procede el trámite; si es rechazada se ordenará la ejecución del fallo, además se condenara al pago de  costas al recurrente, y le imponen a pagar daños y perjuicios.  

Al demandar la nulidad de sentencia que confirme una resolución o acto administrativo. Se lo puede hacer siempre y cuando  hubiere sido dictado por autoridad  administrativa  incompetente, o que el juez, jueza o tribunal inferior o el mismo Tribunal cuando expidieron sus fallos, eran incompetentes para conocer y fallar. Que no se hubiere ejecutado o se hubiere cumplido, discutido,  en todas sus partes, el fundamento de la demanda.      

 El fin que persigue es que se deje sin validez  la Sentencia dictada por el Tribunal Distrital  de lo Contencioso Administrativo. Esta  acción se propondrá ante la Sala  que no dictó la sentencia en Quito (hay 2 salas) en los demás distritos en la Sala que lo dictó. Se fundamentará como en  la incompetencia por la materia del órgano administrativo que expidió la resolución  o acto impugnado.

La incompetencia del Tribunal Distrital, los que tienen derecho a proponer la acción de nulidad de la sentencia ejecutoriada, el actor, el demandado, el tercero coadyuvante que hubiere intervenido en el juicio.

En el juicio practico Nº49-07-3  por no haber incurrido en ninguna de las nulidades  en el proceso del juicio al dictar la sentencia por parte del Tribunal Distrital  de lo Contenciosos Administrativo, ya que eran competentes no es procedente que la parte vencida presente  la  acción de nulidad de sentencia ejecutoriada. Ya que si lo hace sabiendo que no tiene la razón  podría hacerse acreedor y recibir un castigo para que  pague  daños y perjuicios.

 Por lo tanto la Sala de lo Contencioso Administrativo  de la Corte Nacional de Justicia (QUITO), remite el respectivo  oficio al Tribunal  Distrital Nº 2  de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil, ya que no admitió el Recurso de Casación y dispone que se  ponga en conocimiento a las partes para que se ejecute la sentencia, de esta manera se hace efectiva la decisión de la  voluntad del  Estado la tutela efectiva y así se cumple las pretensiones del vencedor, tiene que constar en autos,   se adoptarán todas las medidas legales  para  su cumplimiento.    
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S. MATEO 

El afán y la ansiedad
25  Por tanto os digo: No os afanéis  por vuestra vida, que habéis de comer o que habéis de beber; ni por vuestro cuerpo, que habéis de vestir. ¿No es la vida más que el alimento, y el cuerpo más que el vestido?

26  Mirad las aves del cielo, que no siembran, ni siegan, ni recogen en graneros; y vuestro padre celestial las alimenta. ¿No valéis vosotros mucho más que ellas?     

27 ¿Y quién de vosotros  podrá, por mucho que se afane, añadir a su estatura un codo?  
28  Y por vestido, ¿por qué os afanáis?  Considerad los lirios del campo, cómo crecen: no trabajan ni hilan;

29  pero os digo, que ni aun Salomón  con toda su gloria se vistió  Así como uno de ellos.

30  Y si la hierba del campo que hoy es, y mañana se echa al horno, Dios  la viste así, ¿no hará mucho más a vosotros, hombres de poca fe?
31  No os afanéis, pues, diciendo: ¿Qué comeremos, o que beberemos, o qué vestiremos?

32  Por que los gentiles  buscan todas estas cosas; pero vuestro Padre celestial sabe que tenéis  necesidad de todas estas cosas.

33 Mas buscad primeramente el reino de Dios y su justicia, y todas estas cosas os serán añadidas.

34  Así que, no os afanéis por el día de mañana, porque el día de mañana traerá  su afán. Basta a cada día su propio mal.
FILEMÓN

Salutación 

1  Pablo, prisionero de Jesucristo, y el hermano Timoteo, al amado Filemón, colaborador nuestro,

2  y a la amada hermana Apia, y a Arquipo nuestro compañero de milicia, y a la iglesia que está en tu casa:

3  Gracia y paz a vosotros, de Dios nuestro Padre y del Señor Jesuscristo.
Conclusiones
     A pesar de las bases jurídicas  que expone el Ministro encargado en la Contestación a la Demanda Objetiva  es mi opinión personal  que no se cumplió totalmente con el artículo 118 del Código del Trabajo porque no se acogió el uso del índice  de precios del consumidor proyectado, establecido en la entidad pública autorizada para el efecto, dándole relevancia  al artículo 127 ibidem que busca satisfacer las necesidades  normales de la vida del trabajador, considerándole un padre de familia, siendo el artículo 118 mandatario si encuentro base legal  para considerar improcedente  el recurso Extraordinario de Revisión , por lo tanto también hay base legal para declarar nulo el Acto Administrativo contenido en Acuerdo Ministerial 000465, parece ser que primas el principio de protección  a la parte más débil de una relación laboral que es el trabajador sin importar mucho los riesgos  que debe asumir permanentemente el empleador.  
· El Recurso Objetivo de Nulidad o Exceso de poder, es un medio de  defensa  que tiene el administrado ante un acto administrativo, sobre todo cuando una Norma Jurídica Objetiva, de carácter administrativo puede afectar a ciertos intereses  puede  proponerse por quien tenga interés directo  tal como lo hizo CAMAE(Cámara Marítima del Ecuador)  Y AEBE(Asociación de Exportadores del Banano del Ecuador) para deducir la acción, solicito  en debida y legal forma al respectivo Tribunal la nulidad del acto administrativo impugnado  contra MINISTERIO DE TRABAJO(ahora Ministerio de Relaciones Laborales)  porque el mismo se excedió en su poder al incrementar el 25,% y no aplico el índice inflacionario del 3,14 % INEC los salarios y no lo debía hacer  y por lo tanto dicha Resolución Ministerial  no observó los procedimientos legales y reglamentarios por lo que adolecía   vicio legal  .

Al proceso Contencioso Administrativo lo que  persigue es  la  anulación  del acto administrativo.

En este proceso solo se contiende la legalidad del acto administrativo impugnado, porque hay una norma  que está causando daño y que por ende se busca que dicha norma, se la deje sin efecto. 

Los  Jueces  o Juezas  están en  obligación de  resolver cuando se les presentan casos de normas que afectan intereses, ellos fundamentaran  sobre la legalidad o ilegalidad del acto administrativo, o en último de los casos su anulación.

El Recurso Objetivo de Nulidad o Exceso de Poder, es un medio de control de legalidad de actos administrativos que son  dictados por funcionarios públicos que se exceden en sus atribuciones y competencias, en sí el afectado  presenta este recurso,  lo que busca es  que la administración respete la legalidad existente.      

Recomendaciones
Deberíamos  apegarnos más  a la letra  de la ley para no provocar situaciones que crean un ambiente de inseguridad jurídica, porque si  las empresas radicadas  en nuestro País  que son fuente de trabajo  e ingresos  para los trabajadores , hacen cálculos contables y proyecciones basadas  en costos estimados tomando como referencia  solida una ley,  pero pasado un año se dicta una Resolución  o Acuerdo Ministerial  con carácter retroactivo que aumenta los costos  de un servicio que ya de dio y se facturó, quedan sin más opción  que absorber las pérdidas, Una Resolución  que afecta gravemente un derecho preestablecido  en la ley, cuestionada porque no siendo tomada  en consenso ¿Cómo se la puede llamar Acuerdo Ministerial? Sería más real llamarla  Imposición Ministerial, digna de anulación.       

Además estamos en proceso en un proceso de cambio  ya que se está implementando  una serie  de reformas legales acordes con la nueva Constitución que es garantista de derechos. Entre ellas está la instauración del proceso unificado en materiales no penales, tales como: Civil, Niñez y Adolescencia, Administrativo y Tributario, a través de un Código General del Proceso, que ha sido puesto en consideración y análisis de la comunidad Jurídica  Ecuatoriana, esta difusión se da  a través de charlas, seminarios, medios de Comunicación, etc., en mismo que tiene  ser tratado por el Órgano Legislativo(Asambleístas),para su respectiva  discusión, aprobación y luego remitirlo al Ejecutivo para su sanción, luego de firmado para su publicación en el Registro Oficial.

     Esta herramienta de trabajo permitirá dará  mayor agilidad a los procesos que en la actualidad  no tienen la agilidad deseada.    
Es necesario que el Consejo de la judicatura  haga un verdadero estudio de la carga procesal que tiene el Tribunal Contencioso Administrativo en todas las provincias, sobre todo  en la Ciudad de Guayaquil que por lo menos deberían haber   4 Tribunales Distritales,  ya que la razón no pide fuerza, esta Metrópoli es densamente poblada, ya que las misma es económicamente activa, las otras materias judiciales si han sido atendidas pero en esta  se les paso por alto.

El Consejo de la Judicatura todavía puede tomar los correctivos del caso y ampliar su cobertura  creando los nuevos Tribunales Contenciosos  ya que hay casos que duermen el sueño de los justos, de esta manera se iría aliviando la carga procesal que actualmente existe.
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